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PRESENTACIÓN



La creación de un grupo de investigación de Derecho Internacional Humanitario supone un doble reto. Por un lado, la dificultad de recoger las diferentes visiones con respecto al papel del Estado en escenarios de conflicto armado. Por otro, la consciencia de que la búsqueda de teorizaciones alrededor del conflicto armado se cimienta sobre las pérdidas y profundos dolores de las víctimas. Este grupo de investigación conformado por Édgar Solano González, Manuela Losada Chavarro, María Camila Medina García y María Alejandra Osorio Alvis ha podido asumir ese reto con el apoyo incondicional del doctor Humberto Sierra Porto, director del Departamento de Derecho Constitucional.


Esta obra colectiva es el resultado del interés de la comunidad académica y jurídica que de manera desinteresada aceptó nuestro llamado a construir Estado desde la perspectiva teórica del conflicto armado. Gracias a las autoras y los autores que participaron en estos libros podemos entregar un producto que espera fortalecer la dogmática del derecho internacional humanitario en Colombia y Latinoamérica.


Así mismo, queremos manifestar un agradecimiento especial a los miembros del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) que nos apoyaron en la configuración de los temas a desarrollar en la obra colectiva en Derecho Internacional Humanitario: a José Serralvo, Mariana Chacón Lozano, Angie Rodríguez Martínez, Andrea Camacho Rincón y Mario Correa González. Sin su interés y su motivación permanente, este grupo no habría tenido el mismo impulso. Finalmente, queremos agradecerle a la doctora Magdalena Correa Henao por haber acompañado este grupo en sus inicios.


El tomo II de nuestra colección de escritos sobre Derecho Internacional Humanitario (DIH) recoge, en cuatro tópicos, algunos trabajos sobre los principales desafíos en la implementación y ejercicio de esta disciplina en Colombia. El primer tópico abarca artículos dirigidos a explicar, ahondar y criticar algunas cuestiones teóricas, filosóficas y constitucionales relacionadas con el análisis, desarrollo y problemas del DIH en Colombia. El segundo tópico estudia victimizaciones como el desplazamiento forzado y la utilización de minas antipersonales (MAP) y municiones sin explotar (MUSE) y la intervención del CICR en estos y otros asuntos. El tercer tópico se concentra en la situación de niños, niñas y adolescentes (NNA) en el conflicto armado y en la transición a la paz. Por último, el cuarto tópico entra a dilucidar la naturaleza de los impactos y victimizaciones sufridas por el medio ambiente.


El primer tópico está compuesto por los artículos de investigación de Bernardo Vela Orbegozo y Augusto Hernández Becerra.


La contribución de Vela Orbegozo busca establecer si es posible hacer un análisis del conflicto armado colombiano y el proceso de paz negociada desde los principios e instituciones del Derecho Internacional Humanitario. El camino para dar respuesta a este interrogante inicia en la teoría crítica del derecho internacional donde la realidad social, propia de la globalización, no se soslaya y la diversidad de circunstancias locales que dan lugar a las confrontaciones bélicas son esenciales a la hora de investigar. Por un lado, el régimen humanitario que establece límites y responsabilidades jurídicas para quienes participan de las hostilidades facilita la aproximación epistemológica a las causas y consecuencias del conflicto armado. Por otro lado, la doctrina de las operaciones de mantenimiento de paz de las Naciones Unidas permite tender puentes de diálogo entre las partes en conflicto. La deliberación entre el Estado y las fuerzas irregulares tiene el fin de lograr salidas negociadas a las confrontaciones armadas por medio de esquemas de transición. A partir de este marco epistémico es posible explicar el conflicto armado interno colombiano, los Acuerdos de Paz y las dinámicas de violencia posteriores a su firma.


Si el primer punto de referencia es la teoría crítica del derecho internacional público, el paso a seguir es la discusión sobre la forma de organización constitucional del Estado colombiano. De manera que la reflexión de Hernández Becerra sobre una estrategia descentralizada de implementación de la paz destaca la necesidad de prestar atención a las particularidades de las geografías colombianas. El autor resalta que los acuerdos de paz (como el firmado con las FARC-EP) son excesivamente centralistas y reproducen modelos autoritarios que impiden el diálogo democrático con actores armados de tradición autocrática y militarista. Para Hernández Becerra la realización del contenido democrático de los Acuerdos es imposible sin la existencia de una coordinación y concertación de la administración central con los territorios. Así pues, el trabajo inicia con una presentación del modelo de descentralización territorial a partir del cual se estructura el ordenamiento constitucional colombiano. Estudiada la configuración fundamental, el autor se adentra en la noción de centralismo y cómo se ha plasmado en los planes de desarrollo. Sobre la base de estas disquisiciones, Hernández Becerra procede a hilvanar las ideas previamente expuestas con la concepción del territorio en los Acuerdos de Paz. El artículo cierra con un llamado a enmiendas estructurales que hagan de la descentralización el camino para garantizar la paz en el territorio.


El segundo tópico comprende las contribuciones de Mónica Vanessa Angarita López, Ángela Marcela Olarte Delgado, Bibiana Ximena Sarmiento Álvarez, Andrés Macías Tolosa, María Alejandra Arias, Paula Ariza, Julieth Muñoz, Camilo Echandía Castilla e Irene Cabrera Nossa.


El aporte de Angarita López hace un recorrido por las contribuciones del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en Colombia como actor decisivo en el desarrollo e implementación del DIH. La autora inicia con una semblanza del nacimiento del movimiento humanitario y la posterior conformación del CICR y la Medialuna Roja. Posteriormente, se explica la estructura, naturaleza, privilegios e inmunidades de sus funcionarios, el fundamento jurídico y ejes del accionar del “Guardián del DIH”. Trazada la historia, naturaleza jurídica y líneas de acción del CICR, se procede a elaborar sobre la llegada del Comité a Colombia y su contacto con actores armados para promover la aplicación del DIH. Asimismo, el escrito presenta la interacción del CICR con instituciones estatales, la judicatura, los medios de comunicación y la academia colombiana. Para concluir, se evidencia la influencia de las actividades del Comité en el trabajo y asistencia en favor de personas desplazadas y víctimas de desaparición forzada.


El trabajo de Olarte Delgado y Sarmiento Álvarez estudia el retorno de la población desplazada en Colombia en función del régimen humanitario y su integración al derecho colombiano. Se inicia con el contenido y alcance de la garantía de retorno de la población internamente desplazada consagrada en el DIH. Una vez se precisa la esfera de protección de esta garantía, las autoras presentan las características del retorno: voluntariedad, seguridad y dignidad. Ahora bien, con los estándares internacionales claros, se procede a ahondar en la forma en que Colombia los ha incorporado en sus normas internas y la interpretación que de ellos ha hecho la justicia constitucional. Olarte Delgado y Sarmiento Álvarez no pierden de vista el proceso de transición por el que ha pasado Colombia y enfatizan la oportunidad de fortalecimiento de las capacidades de participación de la población desplazada para construir paz y generar desarrollo territorial.


Otro fenómeno que se ha prolongado en el tiempo y que requiere de una correcta traducción de los estándares humanitarios en políticas efectivas es el de las minas antipersonales y las municiones sin explotar. Teniendo en cuenta la complejidad de este asunto, Macías Tolosa, Arias, Ariza y Muñoz describen la evolución del desminado humanitario en Colombia bajo la lente del DIH. Para iniciar se realiza una genealogía de la utilización de este tipo de armamento durante el conflicto armado y las formas de victimización que ha producido. Este panorama se articula con la relación entre el DIH y el ordenamiento jurídico interno. El Estado colombiano ha diseñado políticas públicas y creado los organismos necesarios para su ejecución con el fin de cumplir sus compromisos internacionales en materia de desminado. Sin embargo, como lo hace patente el artículo, la dinámica del conflicto armado, antes y después de los Acuerdos de Paz, ha impedido que el Estado satisfaga a cabalidad estas obligaciones.


Por su parte, el trabajo de Echandía Castilla y Cabrera Nossa se ocupa del análisis del contexto espacial de las víctimas de MAP y MUSE en los Montes de María y el Oriente antioqueño durante 2002 y 2010. Ambas regiones fueron corredores estratégicos de las FARC-EP y el ELN (Ejército de Liberación Nacional), con alta presencia paramilitar y donde, aún hoy, persisten grupos irregulares asociados al narcotráfico y otras economías ilícitas. A pesar de que ambas regiones comparten factores de vulnerabilidad, cuentan con profundas diferencias que, para este análisis comparativo, hacen visible el impacto de la utilización de MAP y MUSE durante las hostilidades a inicios de siglo. En suma, las autoras demuestran que el empleo de estas armas no fue aleatorio y responde a las estrategias de protección, supervivencia y convivencia de los actores armados.


El cuarto tópico sobre niños, niñas y adolescentes en el conflicto incluye los trabajos de Angie Rodríguez Martínez, Fernando Val Garijo, Andrés Macías y Nathalia Andrea Rivas.


Para abrir esta sección, Rodríguez Martínez hace una revisión del estado de la normativa sobre niños y niñas reclutadas en confrontaciones bélicas. Los impactos humanitarios sobre esta población han persistido en la historia; sin embargo, lo que sí ha cambiado es la forma en que el derecho internacional público la ha abordado. Este examen normativo permite evaluar la implementación de los estándares internacionales en el ordenamiento jurídico interno y hacer observaciones sobre las complejidades de su integración en los ámbitos legal y de políticas. La autora visibiliza los retos de la normatividad en materia de prevención, protección durante las hostilidades, la interacción entre el DIDH y el DIH, el respeto del derecho, su difusión y cumplimiento por parte de grupos armados.


A continuación, Val Garijo se concentra en: las causas, los términos correctos para aludir a la problemática de los NNA y su regulación en el DIH, DIDH (derecho internacional de los derechos humanos) y el DPI (derecho penal internacional). El autor indaga por las causas que conducen a que niños, niñas y adolescentes se involucren en las hostilidades. Para lograr captar las complejidades de la participación de esta población en la guerra es importante hacer una serie de precisiones terminológicas; la más importante: ¿quiénes son los niños soldados? Val Garijo no se detiene allí; se preocupa por abordar las dificultades que implica este fenómeno en el campo jurídico desde tres ramas distintas del derecho internacional público: el DIH, el DIDH y el DPI. Los trastornos sociales, el aligeramiento del armamento y el aumento de la brutalidad en la guerra pueden ser la explicación de la continua participación de niños y niñas. En cuanto a la interacción del DIH y el DPI, el autor se adentra en el estudio de la Sentencia C-007 de 2018 de la Corte Constitucional colombiana que se pregunta por la calificación del reclutamiento de menores como crimen de guerra y si podría ser amnistiable por la justicia transicional.


El cierre de este apartado está en manos de Macías y Rivas que examinan el problema del reclutamiento y utilización de NNA tras el Acuerdo de Paz de 2016. Esta contribución insiste en la premisa manejada por los trabajos que le preceden, según la cual el reclutamiento de NNA es un crimen de largo aliento. Sin embargo, Macías y Rivas precisan que se trata de una problemática que se ha complejizado después de la negociación y firma de la paz en Colombia. Luego de revisar la normativa vigente y la evolución del problema desde los inicios del conflicto hasta el 2016, puede afirmarse que el reclutamiento, uso y utilización de NNA persiste aún luego de la firma de la paz. Los principales retos son la identificación del nivel de involucramiento de NNA en las hostilidades y la regulación de los complejos escenarios a los que se ven abocados una vez se desvinculan de los grupos armados. Los autores subrayan que la influencia del problema ha sobrepasado las fronteras de lo rural y se ha convertido en asunto que también atañe a lo urbano. Por último, Macías y Rivas recuerdan que el Estado también ha participado de este crimen.


El cuarto y último tópico sobre las consecuencias de la guerra en la naturaleza colombiana reúne los artículos de Camilo Ramírez Gutiérrez, Sebastián Saavedra Eslava, Manuela Losada Chavarro, Nathalia Chacón Triana y César Pineda Vargas.


Para abrir esta sección, el trabajo de Ramírez Gutiérrez y Saavedra Eslava hace una presentación sistemática de la normativa humanitaria sobre la protección del medio ambiente. Gracias a la detallada explicación de los autores, es posible observar cómo los impactos del conflicto han obligado a hacer un cambio de paradigma dentro de los objetos de protección del DIH. De modo que, una vez dado el paso de una aproximación antropocéntrica a una ecocéntrica, el artículo identifica las reglas humanitarias, de derechos humanos e internacionales penales que protegen –directa e indirectamente– el medio ambiente natural durante confrontaciones bélicas. Teniendo claros los objetos, funciones y límites de la protección internacional, los autores examinan el caso del CANI colombiano a través de las decisiones constitucionales, penales ordinarias y transicionales que han debido atender los constantes ataques contra el medio ambiente natural.


Posteriormente, Losada Chavarro y Chacón Triana hacen un análisis a partir del DIH de las afectaciones ambientales que ha dejado la voladura de oleoductos por el ELN. En la primera parte, las autoras establecen una relación entre la disponibilidad de recursos petroleros y la presencia de actores armados como el ELN. Las actividades delictivas relacionadas con el conflicto armado que tienen lugar en territorios donde se desarrollan actividades de explotación de hidrocarburos toman un sinnúmero de formas. Para este momento es claro que, con los ataques a la infraestructura petrolera, el grupo armado no solo persigue réditos económicos, sino también sociopolíticos. Cualquiera sea el caso, las consecuencias ambientales terminan siendo graves e irreversibles. Por lo tanto, como lo desarrolla el artículo en la segunda parte, desde la perspectiva de la conducción de las hostilidades resulta imperativo que se aborden los impactos que se generan en el ambiente cuando suceden ataques a oleoductos con el fin de evitar y/o reparar daños extensos y duraderos.


Finalmente, la contribución de Pineda Vargas explora la relación entre los actores armados que operan en la Orinoquía colombiana, la minería ilegal como una de sus principales fuentes de financiación y la progresiva degradación ambiental de las zonas donde tiene lugar esta actividad. El artículo inicia con un bosquejo de las características geográficas, ecosistémicas y sociales que dan lugar a un alto nivel de conflictividad en la región. A renglón seguido, se procede a hacer una delineación de cómo funciona la cadena de valor de la explotación ilícita de yacimientos mineros. Una vez se entiende cómo funciona la economía detrás de la minería ilegal, se revela la razón detrás de su alta rentabilidad. Con estos elementos, el autor hace una crítica sobre la forma en que la institucionalidad ha abordado el problema y concluye con una serie de sugerencias que, según él, podrían hacer más efectiva la respuesta estatal.


ÉDGAR SOLANO GONZÁLEZ
Profesor titular de la Universidad Externado de Colombia
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RESUMEN


Las instituciones del derecho internacional, fundadas en valores e ideales e incorporadas mediante compromisos internacionales, contribuyen a una comprensión de la guerra y de sus transformaciones como expresiones violentas de las dinámicas internas y de las dinámicas globales asociadas al proceso de configuración y reconfiguración del Estado colombiano. En efecto, esa narrativa se enriquece cuando considera la responsabilidad jurídica de todos los actores armados y de los instigadores o financiadores de la guerra por las violaciones de los derechos humanos, por las infracciones al derecho humanitario y por la comisión de alguno de los crímenes que le dan competencia a la Corte Penal Internacional. En el mismo sentido, cuando quiera que un país desee alcanzar un cese de las hostilidades mediante una paz negociada –como ahora intenta Colombia–, los analistas pueden recurrir a los paradigmas propios de la justicia de transición que ha promovido Naciones Unidas en su larga experiencia en las operaciones de paz para explicar con profundidad, entre otras cosas, que la construcción de la paz tras la guerra solo es posible si hace una consideración especial de los derechos de las víctimas y si propicia el derecho a la verdad histórica como único camino para la reconciliación social.
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IS IT POSSIBLE TO CARRY OUT SOCIAL ANALYZES BASED ON LEGAL RESPONSIBILITIES? AN ANALYSIS OF THE INTERNAL ARMED CONFLICT AND NEGOTIATED PEACE IN COLOMBIA BASED ON THE PRINCIPLES AND INSTITUTIONS OF INTERNATIONAL HUMANITARIAN LAW


ABSTRACT


The institutions of international law, founded on values and ideals and incorporated through international commitments, contribute to an understanding of the war and its transformations as violent expressions of the internal and global dynamics associated with the process of configuration and reconfiguration of the Colombian State. Indeed, this narrative is enriched when it considers the legal responsibility of all armed actors and of the instigators or financiers of the war for human rights violations, for breaches of humanitarian law and for the commission of any of the crimes under the jurisdiction of the International Criminal Court. In the same vein, whenever a country wishes to achieve a cessation of hostilities through a negotiated peace –as Colombia is now trying to do– analysts can resort to the paradigms of transitional justice promoted by the United Nations in its long experience in peace operations to explain in depth, among other things, that peace-building after war is only possible if it gives special consideration to the rights of victims and if it promotes the right to historical truth as the only path to social reconciliation.


KEY WORDS


Conflict and peace, humanitarian law, internal armed conflicts, peacekeeping operations.


INTRODUCCIÓN


A mediados del siglo XX, y como consecuencia de la atrocidad de las denominadas guerras mundiales1, la humanidad adquirió una nueva consciencia dirigida a superar la anarquía característica del orden global estatalizado en cuyo contexto se propiciaron esos conflictos armados. En efecto, las guerras mundiales se suscitaron en un contexto social caracterizado por el reconocimiento mutuo de la soberanía de los estados, esto es, por la ausencia de un poder superior a ellos que propició desde el Renacimiento un orden global estatalizado, descentralizado y anárquico en el que la guerra resultaba inminente2. Por esa razón, para hacer prevalecer la paz y la dignidad humana a mediados del siglo XX se propuso –siguiendo la tesis de Kant– un tránsito hacia la cooperación y la multilateralidad que ameritaba una limitación de la soberanía de los estados. Este proceso, que propició el tránsito del derecho internacional clásico al derecho internacional contemporáneo y cuyos hitos fundamentales son la Carta de San Francisco y la Carta de París, tenía dos objetivos esenciales: la proscripción definitiva de la guerra, que sentó las bases del sistema colectivo de seguridad internacional, y la protección internacional de los derechos humanos, que propició la emergencia paulatina del derecho internacional de los derechos humanos.


Mucho se ha debatido sobre el orden global de la posguerra. Un filósofo pacifista como Bertrand Russell sostenía, en este sentido, que la sociedad humana solo podía ser estable si se daban ciertas condiciones que en su criterio no se habían dado: en primer lugar, un gobierno único de todo el mundo con la capacidad de hacer respetar la paz; en segundo lugar, una difusión general del bienestar y la prosperidad; en tercer lugar, un régimen político respetuoso de la iniciativa y de la libertad humanas3. Desde esta perspectiva, la cuestión que se debe proponer es: ¿el orden establecido tras el fin de la denominada segunda guerra mundial propició la cooperación? Otros expertos en relaciones internacionales y en derecho internacional lo han secundado en esta idea y, por esa razón, una de las preguntas que siguen proponiendo es: ¿ha logrado la humanidad superar el soberanismo y la anarquía que hacen inminente la guerra, para transitar a la multilateralidad?4


Ninguna persona sensata puede desconocer la importancia y la trascendencia esenciales de ese debate –incluso quien escribe estas líneas dedicó otros trabajos para tratarlo5 –, pero las pretensiones académicas de estas páginas son menores porque solo buscan poner en evidencia que los principios y los valores que están detrás del derecho internacional humanitario, cuyo objetivo esencial es dilucidar la responsabilidad jurídica de los actores de los conflictos armados, también suscitaron una renovación del debate científico. En efecto, el objetivo de este artículo consiste en demostrar que los principios y los valores del derecho internacional humanitario han enriquecido el debate de las ciencias sociales porque han propiciado una comprensión, una interpretación y una denominación más clara de las conductas de quienes participan directamente en las hostilidades y de los derechos de las víctimas de la guerra.


Hecha esta precisión, es necesario recordar que tras la denominada segunda guerra mundial se fue consolidando una división ideológica6 que tuvo un impacto crítico sobre el nuevo orden multilateral que se prolongó hasta finales del siglo XX, cuando la caída del muro de Berlín y la secesión de la Unión Soviética propiciaron una nueva transformación del mundo. Tras esa “guerra fría”, dice Giddens, el orden global volvió a transformarse porque, gracias a las tecnologías de la comunicación, se intensificaron las relaciones sociales de manera que los acontecimientos locales empezaron a configurarse por acontecimientos que ocurren a muchos kilómetros de distancia, o viceversa7. Se trataba de un proceso de globalización tan profundo, tan incierto y complejo que, como decía James Rosenau, también estaba sacudiendo los paradigmas de la racionalidad estatal8. Esta transformación del orden estatal, a su vez, estaba transformando la denominada gobernanza global. La característica esencial del nuevo orden mundial globalizado, agrega Rosenau, es la incertidumbre, el cambio constante, las fluctuaciones, el dinamismo y, en general, la complejidad. Bajo el nuevo orden mundial, concluye, el viejo orden estadocentrista y equilibrado se ha transformado gracias a la intervención de diversos actores no estatales, a la revolución tecnológica, al acceso generalizado de los individuos a la información, a la transformación de las reglas económicas y, en fin, a la transformación de la agenda internacional, cuyos efectos han desbordado los límites y las capacidades del Estado9.


Otros analistas, desde perspectivas más cercanas a la filosofía política, sostenían que esas transformaciones del orden global estaban implicando un declive de la soberanía del Estado: las transformaciones de la arquitectura de la sociedad internacional, decía Chevallier, estaban transformando los atributos clásicos del Estado porque la sociedad internacional pasó a ser “[…] una sociedad dispersa, heterogénea, en la cual los estados no constituyen más que una categoría de protagonistas entre otros”10. Sorensen sostiene, en el mismo sentido, que “[…] los estados que pusieron en marcha el nuevo orden de la posguerra eran modernos. Al establecer un nuevo orden internacional dieron el primer paso hacia su propia transformación”. Entonces empezaron a intervenir los nuevos actores, agrega, y de esta manera se fueron formando los nuevos espacios globales que crearon una sociedad interdependiente y, en términos económicos, un mercado globalizado11.


Ahora bien, esas dinámicas de la globalización que insistieron en la necesidad de establecer límites a la soberanía estatal propiciaron la internacionalización de los derechos humanos y una nueva etapa del sistema colectivo de seguridad internacional porque la implosión de la Unión Soviética permitió al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas ordenar operaciones de mantenimiento de la paz fundado en el Capítulo VII de la Carta de San Francisco12. Además, las dinámicas de la globalización también promovieron el fin de los conflictos armados internos mediante la promoción de acuerdos políticos con los grupos armados fuera de la ley.


Propuestas estas reflexiones iniciales, se puede colegir que las dinámicas de la globalización han propiciado una internacionalización de los derechos humanos y de los paradigmas de las operaciones de mantenimiento de la paz de Naciones Unidas que, al mismo tiempo que establecen reglas muy claras sobre responsabilidad internacional de los estados y de los actores armados, han resultado muy útiles para comprender, interpretar y denominar las complejas dinámicas sociales que suscitaron las denominadas guerras civiles y las dinámicas sociales que propiciaron acuerdos de paz. Esta afirmación sobre la utilidad de los principios y valores del derecho internacional para comprender, interpretar y denominar las complejas dinámicas sociales que suscitaron las guerras civiles y los acuerdos de paz resulta más clara si se hace referencia a reglas jurídicas internacionales más especializadas: en primer lugar, los principios y valores del derecho internacional humanitario promovidos por el Comité Internacional de la Cruz Roja y, específicamente, a los aplicables a los denominados conflictos armados internos; en segundo lugar, los paradigmas que están detrás de las operaciones de mantenimiento de la paz realizadas por Naciones Unidas y, específicamente, a los referidos a la justicia de transición.


No obstante, fundadas en la implosión de la Unión Soviética y en el fin de su modelo de desarrollo, las dinámicas de la globalización que promovieron la internacionalización de los derechos humanos y de las operaciones de mantenimiento de la paz que, como se intenta demostrar en este ensayo, han resultado muy útiles para comprender, interpretar y denominar el conflicto armado interno colombiano y la paz negociada, también propiciaron unas paradojas muy difíciles de superar. En efecto, la construcción de la paz demanda del Estado una misión descomunal que consiste en promover acuerdos de paz y, además, en comprender las causas del conflicto armado para atacarlas de raíz mediante políticas públicas dirigidas a construir una sociedad más justa en la que la guerra no tenga sentido. No obstante, lo que se observa es que las dinámicas de la globalización propiciaron una cesión de soberanía en favor de la multilateralidad y, de manera específica, en favor de los organismos internacionales encargados de garantizar los derechos humanos y el derecho internacional humanitario. Se puede afirmar, además, que las dinámicas de la globalización promovieron de manera hegemónica la racionalidad económica del capitalismo y, en consecuencia, hicieron prevalecer una ideología que puso al Estado en retirada porque la adhesión a ese modelo de desarrollo significó la disminución de lo público en favor de lo privado y, de esta manera, un declinar de la democracia y de las políticas públicas de orden social.


Estas reflexiones permiten proponer la siguiente hipótesis: las dinámicas de la globalización internacionalizaron los principios y los valores que están detrás de las instituciones del derecho humanitario y de las operaciones de mantenimiento de la paz que establecieron nuevas reglas sobre la responsabilidad del Estado y de los actores armados. Además, la emergencia de estas nuevas reglas jurídicas sobre la responsabilidad propició una comprensión, una interpretación y una denominación más clara del conflicto armado interno colombiano y de la paz negociada. No obstante, la globalización también generó paradojas –algunas se estudian en este artículo– que hicieron más complejo el análisis de las dinámicas sociales que motivan los conflictos armados internos y de las dinámicas sociales que propician los acuerdos de paz.


El presente análisis se podría proponer desde los enfoques teóricos de la ciencia política y, entre esos, los de la teoría normativa y los de la teoría del institucionalismo porque, pese a que no estudian el comportamiento humano de manera directa, los dos proponen un estudio del marco de valores sociales o del marco institucional que regulan y determinan ese comportamiento y, en este sentido, resultan muy útiles para hacer un análisis crítico de las dinámicas de las sociedades en conflicto. No obstante, estos enfoques teóricos estructurales tienen una pretensión de universalidad que soslaya el análisis de una realidad tan específica como la colombiana13. Otros enfoques teóricos de la ciencia política que han sido ampliamente divulgados, como la elección racional y el conductismo, también podrían resultar adecuados para adelantar este análisis porque estudian el comportamiento humano de manera directa. No obstante, la elección racional y el conductismo siguen la égida epistemológica del positivismo y, en consecuencia, excluyen o minimizan el estudio de los marcos normativos e institucionales que aquí se quieren destacar14.


Por esa razón, quien escribe estas líneas se funda en los aportes de la teoría crítica que, en contra de los fundamentos del positivismo –esto es, de la neutralidad axiológica y la objetividad–, admite que los valores, las utopías y, en general, el deber ser son instrumentos esenciales para conocer e interpretar las dinámicas sociales. En efecto, los filósofos de Frankfurt –que son los padres fundadores de la teoría crítica– sostienen que la exclusión de los valores y de las utopías propicia la descripción exhaustiva de los procesos sociales, pero limita a los analistas que pretenden hacer una aproximación crítica a las dinámicas sociales15. El debate que sostuvieron Herbert Marcuse y su discípulo Jürgen Habermas sobre el conocimiento científico pone en evidencia que el positivismo, en su afán por excluir el deber ser, propició un pensamiento hegemónico que ha convertido a las ciencias en expresiones acríticas de la racionalidad humana, esto es, en expresiones de la razón humana que legitiman el statu quo, pero que son incapaces de transformarlo16.


En otras palabras, lo que han demostrado los padres fundadores de la teoría crítica es que las utopías, los valores y los principios son fundamentales para hacer una aproximación crítica a las dinámicas sociales. Desde esta perspectiva, se suscita una pregunta que le da hilo conductor al presente artículo: ¿es posible realizar análisis sociales con fundamento en responsabilidades jurídicas? y, de manera más específica, ¿pueden los principios del derecho internacional humanitario y los paradigmas de las operaciones de mantenimiento de la paz de Naciones Unidas propiciar un análisis crítico del conflicto armado interno colombiano y del acuerdo de paz entre el Gobierno y las FARC?


En consecuencia, es preciso insistir en que el objetivo de este artículo consiste en poner en evidencia que los valores y las instituciones del denominado derecho internacional humanitario, cuyo fin esencial es poner a salvo a las víctimas de la guerra mediante la regulación del comportamiento de los combatientes y el establecimiento de sus responsabilidades jurídicas, también enriquecieron el debate de las ciencias sociales porque permiten interpretar y denominar de manera adecuada las dinámicas de la sociedad colombiana que suscitaron el origen y las transformaciones del conflicto armado interno más largo de la historia contemporánea. Con el mismo criterio, se puede agregar que las experiencias acumuladas de Naciones Unidas en las denominadas operaciones de mantenimiento de la paz se han decantado para establecer reglas jurídicas sobre las responsabilidades que tienen el Estado y los bandos en un conflicto armado interno cuando alcanzan un acuerdo para poner fin a las hostilidades. En efecto, las partes en conflicto –en este caso el Gobierno colombiano y la oposición política armada– deben establecer, entre otras cosas, una justicia especial de transición que tiene tres características esenciales: la primera, impedir a quienes hicieron parte de las hostilidades otorgarse mutuamente impunidades; la segunda, garantizar los derechos de las víctimas de la guerra a la justicia y la reparación; la tercera, promover una revisión de la historia oficial con el objeto de establecer la verdad como instrumento para alcanzar la reconciliación social.


1. UN ANÁLISIS DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO FUNDADO EN LA RESPONSABILIDAD JURÍDICA INTERNACIONAL



Para entender la importancia de los principios y valores del denominado derecho internacional humanitario aplicable a los conflictos armados internos basta considerar que los analistas dedicados a estudiar los procesos sociales violentos que sufrían algunos países hasta la mitad de la década de los cincuenta recurrían para estudiarlos y explicarlos a las nociones de guerra civil, guerra de guerrillas o guerras no convencionales que permitían establecer una distinción entre estas y las denominadas guerras internacionales. No obstante, desde mediados del siglo XX las teorías críticas transformaron las ciencias sociales y, fundados en ese nuevo enfoque epistemológico, muchos analistas –entre ellos, muchos colombianos– enriquecieron el debate sobre los orígenes, las transformaciones y las caracterizaciones de los procesos violentos que sufrían los Estados en su proceso de conformación, de manera que las denominaciones de guerra civil, guerra de guerrillas y, en general, guerras no convencionales dieron paso, con la internacionalización de los derechos humanos, a los paradigmas fundados en la responsabilidad jurídica de los actores, tal como se muestra a continuación.


1.1. LA EMERGENCIA Y LA CONSOLIDACIÓNDEL DERECHO HUMANITARIO



Es preciso advertir que en sus orígenes el denominado derecho internacional humanitario estableció responsabilidades jurídicas referidas a los actores de las denominadas guerras internacionales. Quienes estudian los orígenes europeos del derecho internacional humanitario suelen recordar el proceso crítico y violento de la unificación de Italia y, específicamente, la batalla de Solferino de junio de 1859, porque desde entonces se propició la sistematización y paulatina positivización del denominado derecho internacional humanitario. En efecto, el ejército austríaco, con cerca de 100 mil hombres, fue derrotado por los ejércitos franceses y sardos con una fuerza aproximada de 118 mil hombres. La batalla, como todas, fue atroz, y pese a que solo duró nueve horas, produjo muchas víctimas –bajas, dicen los expertos– y, entre esas personas, muchos heridos que también murieron por el abandono y por la falta de atención: entonces se hablaba de 2492 muertos y muchos más heridos y desparecidos del ejército sardo-francés; y de 3000 muertos y muchos más heridos y capturados del ejército austríaco17.


– DE LA CONDUCCIÓN DE HOSTILIDADES A LA PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE LA GUERRA


Se puede colegir, en consecuencia, que durante el siglo XIX se positivizaron las antiguas costumbres de la guerra y, en primer lugar, las que componen el que entonces se denominó Derecho de La Haya que tienen por objeto establecer los principios sobre la conducción de las hostilidades. Se trataba, dicen los expertos, de un conjunto de normas que prohibían el uso de algunos medios –armas– y métodos –tácticas y estrategias– para hacer la guerra y que, fundadas en los principios de distinción –los ataques bélicos solo pueden dirigirse contra objetivos militares– y de proporción –el poder bélico debe estar proporcionado al poder del bando contrario–, establecían obligaciones internacionales que limitaban el comportamiento de los combatientes de los ejércitos estatales18. Hay que agregar que, de acuerdo con la cláusula de Martens –que nació en este contexto y que se estableció en el Preámbulo del Convenio II de La Haya de 1899 relativo a las leyes y costumbres de la guerra terrestre–, los combatientes y las personas que no participan directamente en las hostilidades están protegidos por las costumbres de la guerra, aunque no haya una disposición positiva que lo establezca de manera taxativa. Se trataba, dicen los expertos de la Cruz Roja, del deber general de respetar el denominado Derecho de Gentes:




[…] Mientras que se forma un código más completo de las leyes de la guerra –dice la cláusula–, las Altas Partes Contratantes juzgan oportuno declarar que, en los casos no comprendidos en las disposiciones reglamentarias adoptadas por ellas, las poblaciones y los beligerantes permanecen bajo la garantía y el régimen de los principios del Derecho de Gentes preconizados por los usos establecidos entre las naciones civilizadas, por las leyes de la humanidad y por las exigencias de la conciencia pública”19.





También es preciso recordar que a la sazón estaba vigente el derecho internacional clásico y que bajo su égida la guerra era considerada como una prerrogativa soberana de los estados. Esto explica que el derecho internacional humanitario no prohibiera la guerra, sino que buscara regularla limitando de alguna manera la conducta de los combatientes para reducir sus consecuencias atroces20. En fin, es justo reconocer que a partir de entonces se establecieron algunas disposiciones que limitaban el recurso de los estados a la guerra21, pero no fueron suficientes para limitar las ambiciones de los gobernantes que, fundados en la razón de Estado, recurrieron con frecuencia a las estrategias bélicas para dirimir los conflictos.


Solo en el siglo XX, y tras la atrocidad de las denominadas guerras mundiales, la humanidad propició el tránsito del derecho internacional clásico al derecho internacional contemporáneo. Se proscribió entonces la guerra –mediante la Carta de San Francisco de 1945– y se establecieron los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 con disposiciones referidas a la protección de las víctimas de la guerra. No obstante, y como era obvio en ese contexto de posguerra, este conjunto de normas –que compusieron el denominado Derecho de Ginebra– también fue concebido para regular los conflictos armados internacionales. En efecto, solo el artículo tercero común a esos cuatro convenios estableció algunas reglas mínimas para lo que desde entonces se empezó a denominar conflictos armados sin carácter internacional.


Por esa razón, los analistas que definían e interpretaban las dinámicas sociales colombianas que dieron origen al enfrentamiento armado más cruel que puede sufrir una sociedad, esto es, la sistemática matanza entre hermanos que empezó en los años cincuenta por un conflicto de tierras en el centro del país, se referían a una guerra civil –y, en otros casos, a una guerra sucia entre liberales y conservadores– que desangró nuestra sociedad y que encontró diversas explicaciones: en primer lugar, estaban los analistas que, fundados en la tesis de la continuidad, insistían en que esa guerra civil colombiana del siglo XX era la secuela de las guerras que el país había sufrido en el siglo XIX. De esta manera, y desconociendo las diferencias esenciales que cualquier historiador consistente puede apreciar entre las diversas guerras que han asolado al país, esos analistas sostenían que todas las guerras colombianas, desde la de independencia que enfrentó a realistas contra patriotas y la que siguió entre centralistas y federalistas, eran la misma guerra que se había prolongado hasta nuestros días. En segundo lugar, estaban los analistas que, basados en teorías racistas inaceptables en nuestros días –esto es, en tesis que recurrían al determinismo biológico–, sostenían que las guerras en Colombia se debían explicar como el producto de la naturaleza violenta de los colombianos. En tercer lugar, estaban los denominados violentólogos que negaban las tesis de la continuidad y las del racismo y que sostenían que las guerras que ha sufrido la sociedad colombiana eran, cada una, una guerra diferente y singular que obedecía a contextos históricos muy distintos que se podían explicar si se consideraban causas objetivas como la desigualdad económica o la exclusión política bipartidista22.


En las presentes reflexiones se propone una explicación diferente fundada en una perspectiva que considera la violencia como una expresión del proceso de configuración del Estado colombiano y, en este sentido, como la amalgama crítica de dinámicas sociales internas y dinámicas sociales globales. Entre las dinámicas sociales internas se deben considerar, cuando menos, tres: en primer lugar, una tendencia autoritaria que se manifiesta en el presidencialismo y en la resistencia de los líderes políticos colombianos a acatar las leyes; en segundo lugar, un modelo de desarrollo fundado en la tenencia de la tierra y de baja industrialización que ha prolongado los privilegios señoriales y el autoritarismo, que ha caracterizado la exigüidad del fisco y la precariedad de las políticas públicas sociales, que ha propiciado la inestabilidad política; en tercer lugar, un recurso permanente a la guerra que pone en evidencia la precariedad para establecer y legitimar el monopolio de la fuerza, que sacrifica generaciones de colombianos, que desangra el erario y que impide la formación de diálogos sociales que propicien la construcción democrática de saberes comunes23.


Entre las dinámicas sociales de orden internacional se deben considerar todas las asociadas al proceso de globalización cuyas paradojas se estudian adelante.


– HACIA UNA DENOMINACIÓN MÁS PRECISA DE LOS CONFLICTOS ARMADOS SIN CARÁCTER INTERNACIONAL


Hechas las reflexiones precedentes, se puede colegir que las instituciones del derecho internacional humanitario sobre la conducción de hostilidades, que están llamadas a prohibir ciertas tácticas y estrategias en la guerra, resultan útiles para los analistas que quieren expresar el comportamiento de los guerreros que no respetan el principio de distinción entre combatientes y no combatientes y el principio de proporción que limita el uso de armas y de prácticas que atenten contra las personas que no participen directamente en las hostilidades. Esos paradigmas, y otros más específicos, se encuentran en los debates que se suscitaron durante la Conferencia de Ginebra de 1949 cuando, frente a las denominadas guerras civiles o guerras no convencionales, se propuso una denominación más técnica: “conflicto armado que no sea de índole internacional”24.


Esa noción, que seguía siendo precaria, alcanzó mayor claridad durante la Conferencia de Ginebra de 1977 porque fue entonces cuando se dilucidó la diferencia entre los conflictos armados que emergieron durante los procesos de descolonización de África y Asia y los conflictos armados que se ocasionaron –sobre todo en América Latina– entre los gobiernos de turno y los grupos armados de oposición. De esa manera se suscitó la noción de conflicto armado interno con una definición y caracterización muy precisa: aquel que se desarrolle “en el territorio de una Alta Parte contratante (término con el que se designa un Estado) entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo”25.


Como se puede constatar, el interés de los juristas del Comité Internacional de la Cruz Roja –y el interés de los Estados que firmaron y, con posterioridad, ratificaron los Protocolos Adicionales que se propusieron en Ginebra en 1977– estaba dirigido a proponer unas reglas sobre la responsabilidad jurídica de los combatientes en el ámbito de lo que desde entonces se ha denominado conflictos armados internos y, de manera más específica, unas reglas sobre la responsabilidad jurídica internacional del Estado por los hechos de sus agentes y la responsabilidad internacional de los grupos alzados en armas, esto es, la nueva responsabilidad de los grupos de oposición que toman las armas en el ámbito de un conflicto armado interno.


– LOS INDIVIDUOS COMO SUJETOS ESPECÍFICOS DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO


Como se estudió arriba, el artículo 3 común a los cuatro convenios de Ginebra dispone unas reglas mínimas que los Estados-parte deben aplicar en caso de conflicto armado sin carácter internacional. El Protocolo II va más allá porque define qué es conflicto armado interno y, para hacerlo, recurre a dos criterios: el primero es el negativo o de la exclusión, pues este protocolo sostiene expresamente que sus disposiciones no se aplicarán a los típicos conflictos armados internacionales ni tampoco a “las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos”. El segundo criterio es el positivo o de la inclusión, pues el protocolo sostiene que sus disposiciones se aplicarán a los conflictos que se desarrollen “en el territorio de una Alta Parte contratante” en dos circunstancias: la primera, cuando las hostilidades se susciten “entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes” y, la segunda, cuando las hostilidades se susciten entre “grupos armados organizados”. Agrega, además, que los grupos armados deben cumplir tres condiciones: 1. que actúen “bajo la dirección de un mando responsable”; 2. que “ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que (3.) les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”26.


El Comité Internacional de la Cruz Roja sostuvo, sobre este particular, que el Protocolo II se aplica en una situación en la que las fuerzas armadas gubernamentales luchan contra insurrectos que forman grupos armados organizados, que es el caso más frecuente, y en una situación en la que las fuerzas armadas gubernamentales se enfrentan con una parte del ejército gubernamental que se ha sublevado27.


No obstante, el Derecho Humanitario también establece con claridad la responsabilidad internacional del Estado que actúa mediante sus agentes, de los miembros de la disidencia política armada que actúan en ese conflicto y, en general, de quienes participan directamente en las hostilidades. En efecto, si se estudian las disposiciones del Protocolo II se puede constatar que ellas establecen responsabilidad para todos los “combatientes”, sean estos agentes del Estado o sean miembros de grupos armados al margen de la ley. Como lo ha señalado Julio A. Barberis, se advierte que en este caso se impone una excepción a la regla general sobre la responsabilidad internacional exclusiva del Estado por la violación de normas contenidas en tratados internacionales de derechos humanos, pues el Protocolo II establece la posibilidad de hacer extensiva la responsabilidad por infracciones al derecho humanitario a insurrectos que forman grupos armados organizados28.


En otras palabras, el derecho internacional humanitario define, a partir de unas circunstancias objetivas, la noción de conflicto armado interno y, además, establece la responsabilidad de los combatientes” que participan en el conflicto armado interno que pueden ser miembros de las fuerzas armadas estatales, miembros de la disidencia política armada o particulares que componen otros grupos armados organizados. La aplicación de las disposiciones del Protocolo II no depende, pues, de la ideología o bandera que ostenten esos grupos armados organizados –ese móvil ideológico de los combatientes era definitivo para definir guerra civil–, sino de su participación directa en las hostilidades.


En este punto del análisis es pertinente volver a recordar que el objetivo principal del derecho internacional humanitario es reglamentar la conducción de hostilidades y poner a salvo a las víctimas de la guerra estableciendo un principio de distinción entre objetivos militares y personas protegidas. Esta regla de la distinción es, pues, fundamental para llevar a cabo la tarea de protección de la denominada población civil. No obstante, es preciso considerar que el Protocolo II fue concebido hace ya algunos años y que, como lo advirtieron Toni Pfanner y Nils Melzer en sendos trabajos que se estudian adelante, en nuestros días las circunstancias se han transformado y la distinción entre civiles y combatientes se hace más difícil29.


En efecto, en sociedades que han padecido las consecuencias de conflictos armados internos desarticulados y de prácticas de guerra degradadas, como la colombiana, las normas internacionales de carácter humanitario se quedan cortas a la hora de establecer responsabilidades internacionales porque algunas personas civiles participan directamente en las hostilidades y pierden de manera circunstancial su condición de personas protegidas. No obstante, este tema de la responsabilidad de las personas que participan en las hostilidades en medio de conflictos degradados, que es otro fenómeno propio de las dinámicas de la globalización, es objeto de análisis en las páginas siguientes.


– DE LA EMERGENCIA A LA DEGRADACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO


Si se considera –como lo afirman sociólogos, politólogos, economistas e historiadores– que el proceso de configuración de los estados se ha asociado a la violencia30, y si además se considera que Colombia no es una excepción, se puede colegir que las diversas guerras que se han suscitado en su territorio están asociadas en buena medida al dominio de la tierra. En este sentido, es preciso agregar que la tenencia de la tierra no se debe interpretar como un asunto exclusivamente económico porque, más que a la productividad, la tenencia de la tierra ha estado asociada al poder de las élites regionales. Si se aceptan estas reflexiones, se puede colegir que la violencia que la sociedad colombiana sufrió en los años cincuenta del siglo XX, que abarcó entonces las regiones del centro del país, fue una guerra sucia bipartidista que se originó en los conflictos derivados por la tenencia de la tierra.


Sin embargo, al socaire de la transformación de las dinámicas internas –por ejemplo, las demandas sociales en favor de un proceso descentralizador que fueron exitosas– y las dinámicas globales –como la emergencia y la consolidación de grupos armados asociados al tráfico ilegal de drogas–, la guerra colombiana fue mutando y desplazándose del centro a la periferia. Leal Buitrago y Dávila sostienen, en este sentido, que el proceso de descentralización que obedeció a una demanda legítima de democracia y autonomía local, como una paradoja, debilitó la democracia porque el Estado fue instrumentalizado por el clientelismo –esto es, por la práctica política que tras el Frente Nacional había propiciado la crisis de los partidos tradicionales y del bipartidismo–, por la emergencia de las guerrillas comunistas –años atrás las guerrillas liberales habían mutado tomando el camino ideológico del comunismo– y por un nuevo sistema político asociado a los gamonales regionales, a la tenencia de la tierra y a la corrupción. Esta nueva guerra se explica, pues, como consecuencia de las dinámicas sociales internas, esto es, un Estado incapaz de mediar en los conflictos sociales con políticas públicas dirigidas a superar las causas de la violencia, y por las dinámicas internacionales, esto es, el tráfico de drogas que echó raíces en nuestra sociedad. El camino que tomaba entonces la historia era obvio, agregan Leal Buitrago y Dávila: la alianza perversa entre el paramilitarismo arraigado al poder de los latifundios y de los políticos regionales con el narcotráfico y, sobre esas bases, una ofensiva criminal contra los supuestos auxiliadores de la guerrilla en la que fueron víctimas los campesinos de las zonas guerrilleras, los líderes sociales de las periferias, las organizaciones populares, los sindicalistas y los dirigentes de los partidos de izquierda. En otras palabras, la necesaria descentralización –que en Colombia se veía como un proceso de ampliación de la democracia en las regiones– generó una paradoja porque creó el marco institucional propicio para que los intereses de los gamonales regionales y de los señores de la guerra capturaran un Estado incapaz de hacer prevalecer los intereses generales31.


Marco Palacios, por su parte, hace un análisis en el que se ponderan muchas de estas variables y que le permiten colegir que la guerra contra las drogas acordada con Estados Unidos hizo evidente la incapacidad del Estado para afrontar una práctica ilegal de orden internacional en la que se había insertado buena parte de la sociedad colombiana, de manera que se propició un escalamiento y degradación de la guerra sucia32.


Luis Jorge Garay también participó de este debate afirmando que la institucionalidad estatal colombiana no ha transformado la situación de exclusión social y de baja productividad porque la brecha entre ricos y pobres se ha incrementado33, el modelo económico sigue siendo improductivo34 y el sistema de protección social sigue siendo muy precario35. Además, en un trabajo posterior Garay agrega que la degradación del conflicto armado interno debe entenderse como el producto del declive del Estado social de derecho en el contexto de la descentralización y como consecuencia de varios factores: en primer lugar, la incapacidad institucional del Estado para proveer seguridad y hacer prevalecer la ley; en segundo lugar, la fragilidad de la democracia local debida a liderazgos políticos locales fundados en clientelas y, en tercer lugar, y como aspecto más importante, la presencia en las regiones de grupos ilegales con el poder y los cuerpos armados necesarios para apropiarse de los recursos y para influir de manera directa en las decisiones del Estado. En muchos casos, insiste Garay, los líderes políticos locales se asociaron con los grupos ilegales armados presentes en la región para generar lo que él denomina una “captura y reconfiguración cooptada del Estado”36.


A esta altura del debate resulta pertinente considerar los trabajos de investigación realizados por Paul Collier que le permitieron colegir que, cuando los índices de desarrollo de una sociedad crecen de manera favorable, los peligros de inestabilidad política y conflicto armado disminuyen. Esta conclusión del investigador tiene una propuesta negativa, esto es, que cuando la pobreza y la iniquidad se incrementan, crecen las posibilidades de que la sociedad afectada deba afrontar inestabilidad política y, de esta manera, una guerra civil –que hoy debe denominarse conflicto armado interno–37. Además, a las tesis de Collier deben sumarse las de quienes han estudiado el fenómeno social de las denominadas redes de poder –como las que emergieron en Sierra Leona, en Ruanda y en el Congo– que aprovechan la inmadurez o la precaria presencia del Estado para dominar zonas de su territorio que tienen yacimientos minerales y, en general, riquezas naturales y mano de obra barata. Ese dominio muchas veces se extiende al control de la producción y del transporte de materias primas en conexión con grandes transnacionales que las demandan en el exterior38.


Propuestas estas reflexiones, se puede comprender que el conflicto armado interno colombiano mutó a partir de los años ochenta porque las élites locales asociadas al clientelismo y al narcotráfico propusieron una defensa reaccionaria de la Colombia premoderna que seguía arraigada a la tierra y al modelo económico hacendatario mediante grupos armados de paramilitares cuya fuerza les permitió la captura del poder, de los recursos naturales y del erario en las regiones. Además, esas élites locales establecieron una alianza macabra con las fuerzas políticas y financieras del centro que aseguró y legitimó el statu quo propiciando la degradación de las prácticas de guerra con terribles consecuencias: masacres, persecuciones y desplazamiento de millones de personas e impidiendo que se haga realidad el Estado social de derecho que se había establecido en la Constitución de 1991. En otras palabras, la violencia en Colombia debe explicarse como un proceso que abarca muchas variables sociales, económicas y políticas y en el que el Estado, en vez de convertirse en el árbitro propiciador de un acuerdo social, siguió siendo un instrumento de represión que benefició los intereses de unas élites terratenientes que manejan el poder local en asocio con sus clientelas y con las redes de poder conformadas por la alianza entre el narcotráfico, los grupos paramilitares y sus nexos internacionales y, además, con los grupos financieros de orden nacional asociados a los grandes conglomerados internacionales que utilizan su influencia económica para reproducir un esquema atroz que sigue generando altos dividendos.


En otras palabras, una interpretación adecuada del conflicto armado colombiano debe considerar que las dinámicas globales han limitado las posibilidades del Estado para construir la paz y, por su parte, las dinámicas internas han llevado el poder del Estado a favorecer los intereses de las élites. En efecto, las élites del centro, a salvo de las atrocidades de la guerra, han demandado medidas económicas que se ajustan a las dinámicas globales del capitalismo, lo que ha significado el desmonte paulatino del precario Estado social de derecho. Además, no tuvieron ningún interés en financiar los costos de la guerra y, mucho menos, en financiar la construcción de la paz tras la negociación de La Habana. Las élites locales, que sí se vieron involucradas en la guerra, tomaron parte decisiva en favor de la prolongación del conflicto promoviendo o adhiriéndose de manera mayoritaria a un régimen que pactó con las fuerzas paramilitares en defensa del modelo económico atado a la tierra que encontró financiación en la apropiación de los recursos públicos y en las prácticas globalizadas del narcotráfico. Ahora bien, por estar involucradas en la guerra mediante la financiación, las élites locales –que alcanzaron una representación parlamentaria mayoritaria– se han encargado de torpedear los procesos de paz y las estructuras institucionales de la justicia de transición.


1.2. LAS PARADOJAS DE LA GLOBALIZACIÓN QUE HACEN MÁS COMPLEJO EL ANÁLISIS DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO Y DE LA PAZ NEGOCIADA



El objetivo de esta parte del ensayo es poner en evidencia que a finales del siglo XX, tras el declive de la denominada guerra fría y la consolidación hegemónica del capitalismo, la humanidad experimentó un proceso de globalización que significó una internacionalización de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario que consistió en la ampliación del artículo tercero común a los cuatro convenios de Ginebra y, de esta manera, la posibilidad de aplicarlo a los denominados desde 1977 conflictos armados internos. Se puede afirmar, en este sentido, que las dinámicas de ese proceso social globalizador propiciaron que el Estado en los países con conflicto armado interno como Colombia afrontara las paradojas que se presentan a continuación:


– LA MISIÓN DEL ESTADO:ESTABLECER Y MANTENER LA PAZ


Si se siguen las reflexiones propuestas por Max Weber, Charles Tilly y Norbert Elías se puede colegir que el origen del Estado-nación está asociado a un proceso violento –un príncipe que se impuso por la fuerza sobre sus contradictores– que generó, como una aparente paradoja, la pacificación social. A su vez, ese proceso político que generó “un monopolio de la fuerza” y que propició el origen del Estado no puede desligarse del proceso económico renacentista, esto es, de un modelo de desarrollo que estaba haciendo tránsito de la tierra al capital”39. Arthur McEwan sostiene que los procesos económicos de los albores de la modernidad, esto es, el resurgimiento del comercio, la formación de la burguesía y la emergencia del sistema financiero que condujeron al incremento de la producción industrial y a la primera fase de la globalización de la economía de mercado, jugaron un papel fundamental en el origen y, además, en el desarrollo del Estado40.


Desde esta perspectiva se pueden inferir tres cosas: en primer lugar, que los procesos violentos de la sociedad colombiana están asociados al proceso de consolidación del Estado tras la independencia que pretendió superar las taras del colonialismo y propiciar el tránsito hacia el mundo republicano; en segundo lugar, que de acuerdo con principios propios del derecho internacional público, la responsabilidad internacional por el mantenimiento del orden público y por el exceso de las autoridades en el ejercicio de esa misión atañe de manera exclusiva a las autoridades estatales; en tercer lugar, y considerando ese principio sobre el monopolio exclusivo de la fuerza por parte de las autoridades estatales, que la responsabilidad internacional por violaciones de derechos humanos, esto es, la responsabilidad por actuar en contra de los principios de humanidad del derecho internacional público contemporáneo y por actuar en contra de tratados internacionales sobre derechos humanos firmados por el respectivo Estado, atañe de manera exclusiva a los agentes de ese Estado. En otras palabras, solo los agentes del Estado son responsables por una violación de derechos humanos.


Este aserto suscita una cuestión que ya fue propuesta y respondida, pero que es necesario volver a plantearla para comprender la complejidad social que producen las dinámicas de la globalización. En efecto, cuando las circunstancias de normalidad cambian y se suscita un conflicto armado interno, se suscitan muchas cuestiones: ¿qué responsabilidad tiene el Estado?, ¿qué responsabilidad tienen los actores del conflicto, esto es, los agentes del Estado y los miembros de los grupos alzados en armas?


Para dar respuesta a esta pregunta es preciso considerar dos argumentos que ya se esbozaron con claridad: en primer lugar, que para cumplir su misión de propiciar la pacificación interna el Estado debe alcanzar el monopolio de la fuerza, debe alcanzar acuerdos de paz con los alzados en armas para poner fin a las hostilidades y debe incrementar sus políticas sociales para combatir las exclusiones sociales y las desigualdades que propiciaron los orígenes de ese conflicto armado; en segundo lugar, que el derecho internacional humanitario aplicable a los conflictos armados internos estableció nuevas reglas de responsabilidad internacional que convirtieron a los individuos que actúan en los grupos alzados en armas y, en general, a quienes actúan directamente en las hostilidades, en sujetos específicos del derecho internacional humanitario.


No obstante, también hay que considerar que las dinámicas de la globalización, que han tenido un impacto más significativo en los países en vías de desarrollo afectados por un conflicto armado interno, suscitan paradojas difíciles de superar, en primer lugar, porque propician una reducción del Estado y una limitación de su soberanía; en segundo lugar, porque promovieron la racionalidad propia del modelo de desarrollo del capitalismo que hace prevalecer los intereses privados sobre los públicos; en tercer lugar, porque propiciaron una degradación de los conflictos armados internos que han profundizado las desigualdades y las exclusiones y, al mismo tiempo, han generado una cadena de odios y venganzas que van más allá de las causas políticas y económicas que generaron el conflicto.


En efecto, al mismo tiempo que la sociedad en transición que busca la paz demanda más presencia del Estado y más políticas públicas efectivas, el Estado experimenta una transformación que se manifiesta como una reducción cada vez más acusada de su tamaño y de sus funciones en favor de la privatización. En otras palabras, pese a los esfuerzos dirigidos a limitar los derechos individuales en favor del interés público y a garantizar una cada vez más amplia participación de la sociedad en las decisiones políticas, la globalización promueve una dinámica que debilita lo público en favor de lo privado mediante un proceso caracterizado por el declinar de la democracia que se hizo más notorio a finales del siglo XX.


Frente a esta dinámica social que hace prevalecer lo privado sobre lo público es oportuno recordar a los padres fundadores de la teoría crítica cuando sostenían que la democracia no podía entenderse como los logros que permiten a una sociedad elegir a sus gobernantes41, sino como ese orden social en el que el bienestar social –entendido en el sentido más amplio de la palabra– se hace efectivo en un espacio o franja social que está entre lo público estatal y lo privado individual. Esta franja o espacio social –cuya dimensión depende de la vida democrática y de la construcción de acuerdos sociales– se puede denominar lo público social y, como lo ha afirmado Hannah Arendt, allí están las fuerzas sociales que limitan la intromisión del Estado en la vida privada (intromisión que es la base del totalitarismo de Estado) o, como puede verse en tiempos actuales, una instrumentalización de lo público estatal por parte de grupos sociales poderosos y en favor de sus intereses privados42.


Analistas que proponen sus estudios desde bases diferentes, como Luigi Ferrajoli, sostienen, en el mismo sentido, que la exclusión social y la desigualdad crecientes de nuestros días se deben a la racionalidad propia del modelo de desarrollo capitalista que hace prevalecer el liberalismo económico. No obstante, agrega, la explicación se encuentra en un acusado declive y deslegitimación de las reglas de la democracia –que se expresa en la personalización populista del poder, en la pérdida de tolerancia frente al pluralismo, en la negación del principio de separación de los poderes, en el declive de la oposición parlamentaria y la libertad de prensa– que trae consigo una erosión de las facultades del Estado para intervenir en la economía en favor de los derechos sociales. Hay, agrega Ferrajoli, un proceso sistemático “des-constituyente” que va dando espacio –como decía Arendt– a una subordinación de los intereses públicos en favor de los intereses privados43.


Se puede colegir, pues, que las dinámicas sociales de la globalización han generado profundas paradojas en la sociedad colombiana porque cuanto más necesario se hace el Estado, más se reduce su presencia o, en otras palabras, porque al mismo tiempo que se hace necesario un Estado social de derecho para superar las causas del conflicto, esas dinámicas de la globalización han propiciado un desmantelamiento de la democracia y de las políticas sociales.


Además de esta, las dinámicas de la globalización también han generado otras paradojas que se estudian a continuación:


– LAS DINÁMICAS DE LA GLOBALIZACIÓN TRAJERON CONSIGO LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS QUE SUPUSO RESPONSABILIDAD JURÍDICA QUE PODRÍA DISMINUIR LA VOLUNTAD DE LAS PARTES EN CONFLICTO PARA ALCANZAR UN ACUERDO DE PAZ


En un país en vías de desarrollo afectado por un conflicto armado interno, como Colombia, la internacionalización de los derechos humanos44 propiciada por el proceso de globalización genera un incremento de las obligaciones internacionales del Estado que podría actuar como una paradoja en contra de los acuerdos de paz con los alzados en armas. En efecto, y como ya se advirtió, los procesos de paz establecidos en el contexto de una guerra civil se iniciaban, usualmente, tras negociaciones entre el gobierno de turno y los alzados en armas que propiciaban a acuerdos que contenían reconocimientos entre las dos partes en conflicto que incluían, generalmente, amnistías e indultos para los alzados en armas. Se puede afirmar, además, que esos acuerdos eran los que movían la voluntad de las partes a participar en las negociaciones y a someterse a los acuerdos y, en este sentido, los que propiciaban el buen suceso del proceso.


En este sentido, es pertinente advertir que una negociación de paz dirigida a poner fin a un conflicto armado interno como el que padece la sociedad colombiana se consideraba, en el pasado inmediato, como un problema exclusivo de Estado. De esta manera, si la negociación propiciaba un acuerdo entre el gobierno de turno y los alzados en armas, ese pacto se perfeccionaba con una decisión amparada en la razón de Estado. No obstante, en las últimas décadas del siglo XX –y gracias a las dinámicas de la globalización que propiciaron la internacionalización de los derechos humanos y la consolidación de las operaciones de paz de Naciones Unidas– esos acuerdos solo son legítimos si consideran los compromisos internacionales que se establecieron con el tránsito del derecho internacional clásico al derecho internacional contemporáneo. Tal como sostuvo la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1973:




Los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, dondequiera y cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, serán objeto de una investigación, y las personas contra las que existan pruebas de culpabilidad en la comisión de tales crímenes serán buscadas, detenidas, enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas.





Para hacer esto efectivo, agrega la Asamblea:




Los Estados no adoptarán medidas legislativas ni tomarán medidas de otra índole que puedan menoscabar las obligaciones internacionales que hayan contraído con respecto a la identificación, la detención, la extradición y el castigo de los culpables de crímenes de guerra o de crímenes de lesa humanidad45.





Con posterioridad, la Asamblea General y el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas siguieron insistiendo en las obligaciones de los estados respecto de las víctimas de la guerra, afirmando con firmeza que se trata de compromisos internacionales que deben considerarse cuando quiera que se propicien procesos de transición hacia la paz en medio de un conflicto armado interno46.


En otras palabras, la razón de Estado ya no puede considerarse superior a los derechos humanos47 y, en consecuencia, los acuerdos entre el gobierno de turno y los alzados en armas que busquen poner fin a las hostilidades deben considerar un interés adicional y diferente de los intereses de las dos partes en conflicto porque los derechos de las víctimas, y en general los derechos de la sociedad afectada por el conflicto armado, aparecen hoy como intereses superiores que los estados deben respetar en todo caso. Estos intereses superiores que antes se aplazaban con criterio pragmático y en aras del éxito de los acuerdos entre las partes son, por un lado, el derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación de las víctimas y, por el otro, el derecho de la sociedad a construir la memoria colectiva. Por esas razones, Habermas y Rawls sostienen que lo que legitima las decisiones del Estado en tiempos contemporáneos es la justicia de sus medios y de sus fines48.


Propuestas estas reflexiones, se suscita una cuestión: si el gobierno de turno que busca la paz en medio de un conflicto armado interno no puede conceder amnistías e indultos a los alzados en armas que hayan participado en crímenes de lesa humanidad, en graves crímenes de guerra y en crímenes de agresión49, ¿tendrían los alzados en armas interés en participar en una negociación de paz? En efecto, es preciso considerar que el gobierno de turno que busque la paz en medio de un conflicto armado interno debe hacer una oferta que lleve a los grupos armados al margen de la ley a una mesa de negociación. No obstante, el deber de respetar estos compromisos internacionales del Estado podría disminuir considerablemente la voluntad de paz de los alzados en armas.


Lo que puede constatarse, en definitiva, es que la necesidad inaplazable de considerar y garantizar los derechos de las víctimas –o, como dicen Bellamy y Wheeller, esta “presión humanitaria”50 – actúa de manera paradójica, pues el deber de los Estados de garantizarlos se traduce en dificultades del gobierno de turno frente a un posible proceso de negociación con los alzados en armas porque estos deben asumir responsabilidades por sus actos que pueden afectar de manera negativa su voluntad de paz. En palabras de Alejandro Valencia Villa, esta paradoja se puede plantear como:




[…] Las posibles contradicciones entre la necesidad de esclarecer la verdad y hacer justicia en relación con los más graves hechos de violencia y las violaciones de los derechos humanos, y las demandas de perdón y olvido que suelen plantearse en el marco de la (re)conciliación51.





Se suscita, pues, una cuestión: ¿cómo lograr un equilibrio adecuado entre las necesidades políticas, los deberes morales y los compromisos jurídicos que se traduzca en un acuerdo entre las partes en conflicto que garantice el fin de la guerra y sus males, pero que no signifique el desconocimiento de los derechos de las víctimas del conflicto armado que, a su vez, deslegitime el proceso mismo?


En efecto, el pragmatismo de las partes en conflicto no puede desconocer los derechos de las víctimas porque, más allá de un éxito relativo e inicial fundado en los acuerdos, ese desconocimiento actuará en el futuro como un poder que deslegitime el proceso de paz, como lo sostiene Valencia Villa:




Si bien la promesa de amnistías e indultos generalizados puede obrar, por un momento, como un incentivo de los acuerdos de paz, todo margen de impunidad que obtengan –o se concedan mutuamente– las partes de los conflictos internos siembra graves dudas sobre la credibilidad que merece su voluntad de paz. […] Si los duelos emocionales de las víctimas de las violaciones de derechos humanos y del derecho humanitario no se cierran, y no se produce una asimilación y una superación de sus traumas, la convivencia estará siempre en riesgo de romperse de nuevo52.





El Sistema Interamericano de protección de Derechos Humanos insiste en la misma idea:




Para asegurar la perdurabilidad de la paz –ha señalado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos–, se debe garantizar la no repetición de crímenes de derecho internacional, de violaciones a los derechos humanos e infracciones graves al derecho internacional humanitario. Ello requiere el esclarecimiento y la reparación de las consecuencias de la violencia a través de mecanismos aptos para establecer la verdad de lo sucedido, administrar justicia y reparar en forma integral a las víctimas a la luz de sus obligaciones internacionales conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Carta de la OEA53.





Para hacer más énfasis en estas obligaciones internacionales cuyo cumplimiento legitima los procesos de paz, la Corte Interamericana los ha repetido en sus jurisprudencias pertinentes, la Comisión Interamericana en sus informes54 y las agencias de las Naciones Unidas los interpretan en buena parte de sus informes:




[…] En el camino hacia la paz –dicen los expertos del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD– es central la atención a las víctimas, y para garantizar la pertinencia y la eficacia de la atención del Estado es necesaria la participación de las víctimas como sujetos sociales a quienes se les han vulnerado sus derechos55.





Hechas estas reflexiones, se puede inferir que en aras de la paz el Estado debe hacer todo, pero no de todo, esto es, que el Estado debe proveer todos los medios para alcanzar la paz, pero que la gestión del Gobierno, de los legisladores, de los jueces y la Fiscalía, de las Fuerzas Armadas y de Policía, de los organismos de control y del Ministerio Público, tiene límites precisos en el respeto de los derechos de los seres humanos. En otras palabras, un proceso de paz en Colombia no debe entenderse por fuera de la justicia transicional, esto es, por fuera de la dinámica que comprende los dilemas y paradojas de la complejidad propia del proceso de globalización que, a su vez, sirve de contexto internacional a las negociaciones de paz del gobierno colombiano con la guerrilla.


Sobre esas bases se puede inferir un primer corolario: los procesos de paz se fundan en acuerdos iniciales entre las partes en conflicto que deben ser eficaces para lograr el fin de la guerra y sus males, pero no pueden significar impunidad ni desconocimiento de los derechos de las víctimas. La Corte Interamericana de Derechos Humanos sostiene, en este sentido, que un acuerdo de paz no significa que el Estado pueda incumplir la obligación de investigar y sancionar a los responsables de violaciones de derechos humanos. El Tribunal reitera, en este sentido, que la obligación del Estado de investigar de manera adecuada y sancionar a los responsables debe cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse56. Esta idea se repite en su sentencia sobre los hechos de Mapiripán, cuando afirma que la Ley de Justicia y Paz se podría constituir en otro incumplimiento del Estado de sus obligaciones internacionales y, en este caso, de las estipuladas en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos57.


– LAS DINÁMICAS DE LA GLOBALIZACIÓN PROPICIARON LA INTERNACIONALIZACIÓN DE LA ECONOMÍA DE MERCADO CUYAS RACIONALIDADES HACEN PREVALECER LOS INTERESES PRIVADOS Y DIFICULTAN LA FORMULACIÓN Y EJECUCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DIRIGIDAS A GARANTIZAR LOS DERECHOS SOCIALES


Los acuerdos entre los alzados en armas que solo son legítimos si se fundan en el respeto de los derechos humanos también deben considerar las dinámicas económicas porque la violencia que vive Colombia, y sobre todo aquella derivada del conflicto armado, echa raíces en el pasado de injusticias, exclusiones e iniquidades de nuestro país, lo que significa que esos acuerdos con la guerrilla solo son efectivos cuando se convierten en el hito inicial de un proceso de construcción de una sociedad incluyente e igualitaria.


Este aserto obliga a considerar que la transformación de la arquitectura de la sociedad internacional y del estadocentrismo es una realidad que debe considerarse a la hora de afrontar un proceso de paz en Colombia. En efecto, alcanzar la paz en el contexto de la globalización supone afrontar las dificultades derivadas del declive de la soberanía porque, al mismo tiempo que la sociedad en transición que busca la paz demanda presencia del Estado y políticas públicas efectivas, el Estado experimenta una transformación que se manifiesta como una reducción cada vez más acusada de su tamaño y de sus funciones. Además, y como una paradoja, alcanzar la paz en el contexto de la globalización también supone afrontar las dificultades derivadas de un Estado cuya racionalidad beneficia unos intereses específicos. Boaventura de Sousa sostiene, en este sentido, que “Si es verdad que el Estado nacional está sujeto a la lógica del capital, no es menos verdad que la lógica del capital está cada vez más sujeta a las decisiones políticas del Estado”58.


En este punto del debate es oportuno recordar a Keynes59, a su propuesta de la necesaria intervención del Estado en los procesos económicos60 y a las reformas institucionales –new deal– que propiciaron en los Estados Unidos de América la superación de la gran depresión. Y en este proceso es preciso recordar que la intervención del Estado no es neutra, esto es, que sus instituciones se establecieron con base en una nueva racionalidad y que obedecía a unos nuevos intereses sociales.


En efecto, el establecimiento de las instituciones de intervención en la economía es el producto de un proceso democrático que estuvo promovido, entre otras razones, por la emergencia de movimientos sociales como el sindicalismo y el feminismo. Como lo ha afirmado Eric Hobsbawm, ese proceso está asociado, en primer lugar, a la profundización de la democracia y, de manera específica, al restablecimiento de la democracia en Alemania e Italia –la denominada segunda ola democratizadora61 – y, en segundo lugar, a los movimientos sociales que la promovieron. Hobsbawm recuerda, además, que la obligación del Estado de proveer asistencia a los grupos sociales más vulnerables y el reconocimiento que este hace del papel de los trabajadores en la negociación y elaboración de políticas públicas se convirtieron en Europa en las fórmulas más exitosas para garantizar la paz después de la crisis ocasionada por las guerras mundiales62.


El papel de la democracia en la construcción de lo que se denomina Estado social de derecho y, en este sentido, en los incrementos del bienestar social, es destacado en nuestros días por Amartya Sen, premio Nobel de ciencia económica en 1998 y director del Trinity College de Cambridge, quien sostiene que un modelo de desarrollo integral solo es posible en contextos sociales de libertad y de expansión de las oportunidades, y que su realización exige, por lo tanto, la eliminación de las principales fuentes de privación de libertad63.


El establecimiento de instituciones para la intervención del Estado en la economía suscitó, pues, una paradoja en la propuesta ideológica del liberalismo. En efecto, el liberalismo que había nacido en los contextos filosóficos individualistas de la Ilustración, y cuyas bases ideológicas se habían formado en la lucha contra el absolutismo, había defendido una división tajante entre lo público y lo privado porque solo impidiendo la intromisión del rey en los asuntos privados se podrían garantizar las libertades y los derechos de los individuos. Por esa razón, cuando se estudia la obra de John Locke se puede constatar que el ideal del padre del liberalismo consistía en establecer un equilibrio político y económico en una sociedad cambiante que estaba más amenazada por la tiranía que por la desigualdad64. Ahora bien, esta postura política en favor de los derechos del individuo le daba sustento al laissez faire, esto es, a una idea económica según la cual el Estado no debe intervenir en el mercado65.


En el contexto de la Ilustración se suscita, pues, la primera paradoja de la ideología liberal porque el liberalismo, que partía del supuesto de un Estado con el poder suficiente para imponer el orden público en todo el territorio, debía garantizar que esa fuerza pública no actuara en contra de los derechos de los ciudadanos. No obstante, la profundización de la democracia que trajo consigo la defensa de los derechos sociales en el siglo XX suscitó una segunda paradoja porque a partir de entonces el Estado, al mismo tiempo que garantiza un monopolio de la fuerza pública y pone a salvo a los ciudadanos de la intervención abusiva de esa fuerza pública, debe intervenir en los negocios privados y en los procesos económicos en favor de los derechos sociales.


¿Era posible mantener un equilibrio adecuado entre esas tres funciones del Estado, esto es, entre la idea weberiana de mantenimiento del orden público en todo el territorio, la idea liberal clásica de poner a los ciudadanos a salvo de una intromisión abusiva de esa fuerza pública y, en fin, la idea keynesiana de intervenir en los procesos económicos y los negocios privados en favor de los derechos sociales?


La intervención del Estado, que promovió importantes incrementos del bienestar social tras las dos guerras mundiales, cambió su rumbo con el tiempo y terminó favoreciendo los intereses de poderosos grupos económicos. En efecto, pese a que la justificó en su origen, John Kenneth Galbraith se convirtió en un crítico de la intervención del Estado en la economía porque, en sus palabras, en el modelo de desarrollo capitalista esa intervención ha propiciado que las ganancias se conviertan en beneficios privados individuales y que se capitalicen, y que las pérdidas se conviertan en costos sociales que deben ser pagados por la sociedad entera66. Esta crítica de Galbraith, que se funda en la misma reflexión de filosofía política que plantearon los pensadores de la teoría crítica sobre la dicotomía entre lo público y lo privado, recuerda la necesidad de que lo público, esto es, el Estado, no sea tomado o instrumentalizado en favor de algunos intereses privados.


Anthony Giddens, por su parte, sostiene que la intervención del Estado en la economía era, en primer lugar, un instrumento de fortalecimiento del Estado y, en segundo lugar, un instrumento para ejercer un control más eficiente de los riesgos propios de la sociedad industrial. Por esta razón, agrega, la intervención estatal no debería considerarse como un logro de las clases obreras organizadas, sino como el producto de un proceso impulsado por el miedo de la sociedad capitalista a las crisis económicas, pues los efectos de la gran depresión habían tenido impacto en Europa con gravísimas consecuencias. Tras las guerras mundiales, concluye, los programas sociales se concibieron en Europa como una forma de compartir los riesgos, estrategia política que se ajustaba perfectamente a las demandas de solidaridad social pero que, sobre todo, respondía de manera clara a la necesidad de fomentar la industria y de garantizar el modelo económico67.


Estas razones obligan a volver a la cuestión planteada por Sorensen para proponerla de la siguiente manera: ¿hay en tiempos de la globalización una retirada del Estado y un declive de la soberanía o, por el contrario, lo que se constata es la consolidación de una racionalidad estatal cuya intervención se hace en beneficio de unos intereses específicos?


En este punto del análisis es prudente recordar, en primer lugar, que los orígenes económicos de la modernidad occidental –esto es, los procesos originarios de acumulación capitalista fundados en la propiedad privada y en la economía de mercado– están asociados, como dice Charles Tilly, a los orígenes políticos de la modernidad, esto es, a los procesos de formación y consolidación de los primeros Estados-nación en Europa occidental68 y, en segundo lugar, que esa asociación entre los procesos políticos y económicos de la modernidad produjo lo que Arthur McEwan ha denominado primera fase de la internacionalización de la economía de mercado69.


Hecha esta consideración, se puede sostener que en el siglo XX –tras la primera guerra mundial, la gran depresión y la segunda guerra mundial– se experimenta una transformación de la economía internacional cuyo hito es la Conferencia de Bretton Woods. Solo entonces, dice Sorensen, se empiezan a conformar las bases de lo que hoy se denomina un mercado globalizado70 o, en los términos de McEwan, la segunda fase del proceso de internacionalización de la economía de mercado cuyo hito fundamental es el establecimiento de las instituciones de Bretton Woods y las propuestas keynesianas que reactivaron el comercio mundial. En consecuencia, agrega McEwean, debe entenderse que lo que en los años noventa se ha denominado globalización económica no es cosa distinta que la etapa actual de la segunda fase de la internacionalización de la economía de mercado y se puede caracterizar, entre otras cosas, porque tras la caída del Muro de Berlín y la implosión de la Unión Soviética casi todos los países del mundo debieron asumir una economía capitalista de apertura e inserción en el comercio mundial que ha generado un inusitado crecimiento económico y, al mismo tiempo, una agudización de las injusticias y la pobreza71.


Algo ha cambiado desde los años ochenta, dice Tony Judt, que se manifiesta en la obsesión por el crecimiento económico, en la imposición de un materialismo egoísta, en el culto a las privatizaciones y en el incremento de las diferencias entre ricos y pobres. Prevalece entonces, dice el reconocido profesor, la retórica que acompaña este proceso, esto es, una admiración acrítica por el mercado, el desprecio de lo público y la ilusión de un supuesto crecimiento infinito72. Este proceso se consolidó una década después, continúa Judt, pues con los años noventa llegó la primera de dos décadas perdidas, y agrega: en aras de las fantasías del crecimiento y de la prosperidad personal sin límites se dejó atrás el interés por la justicia social o la acción colectiva73.


Stephen Krasner, por su parte, sostiene que “[…] componentes institucionales específicos del Estado nacional comienzan a funcionar como el lugar institucional donde operan dinámicas poderosas constitutivas de lo que se podría describir como capital global y mercado de capitales globales”. Al hacerlo, agrega, el Estado contribuye a reorientar sus políticas económicas y de derechos humanos en función de las políticas globales74. Saskia Sassen, en el mismo sentido, sostiene que el proceso de globalización promueve una desnacionalización por medio de la privatización que ha reducido el impacto de las políticas públicas y que ha convertido las instituciones estatales en meros instrumentos de protección del capital global75.


Ahora bien, el proceso de globalización, el mismo que ha propiciado la internacionalización de los derechos humanos y que está propiciando un inusitado incremento de la riqueza y que, al mismo tiempo, está generando una desigual distribución de los costos y beneficios derivados del proceso de internacionalización de la economía de mercado, ha traído consigo costos políticos y sociales muy altos en los países en vías de desarrollo, como Colombia, porque ha implicado un declive de la soberanía del Estado que se manifiesta en una disminución de las políticas públicas de orden social y, de esta manera, en el incremento de la desigualdad, de la exclusión y de la pobreza.


Este impacto diferenciado de la globalización en los países del planeta ha sido estudiado de manera detenida. Se puede afirmar que si un país desarrollado se inserta en la economía mundial logra con ese proceso tener más grupos sociales ganadores que perdedores porque, al lado del desarrollo científico e industrial, cuenta con un Estado fortalecido por la democracia y, en este sentido, con instituciones adecuadas para promover políticas anticíclicas y de distribución de la riqueza. No obstante, si un país en vías de desarrollo se inserta en la economía mundial producirá un efecto inverso, esto es, más grupos sociales perdedores que ganadores, porque el Estado, reducido de tamaño y deslegitimado por el declinar de los procesos democráticos, estará en imposibilidad de llevar a cabo una política compensadora. En los términos de Stiglitz y Rodrik, cuanta más presencia se demanda del Estado con políticas públicas redistributivas, anticíclicas y compensadoras, menos este puede actuar76. Boaventura de Sousa insiste en la misma paradoja: “cuanto más es el Estado parte constitutiva de los conflictos y problemas sociales –por los intereses específicos que representa y defiende–, más está llamado a resolverlos” y, en consecuencia, agrega: “cuanto mayor es la necesidad de la intervención del Estado, menores son los recursos, particularmente financieros, para una intervención eficaz”77. Manuel Castells sostiene, en el mismo sentido, que bajo el proceso de globalización, y como consecuencia de la abstención o de la incapacidad del Estado para llevar a cabo políticas sociales basadas en la equidad y políticas económicas anticíclicas, se ha producido una agudización de las crisis intrínsecas del capitalismo liberal que se manifiesta en incrementos de la desigualdad y de la pobreza que se originan en la exclusión social y política, en el incremento del desempleo y en la acumulación inusitada de la riqueza78.


En definitiva, bajo la internacionalización de la economía de mercado se hace más grande el contraste entre el derecho y los hechos, esto es, el contraste entre las ideas y disposiciones sobre humanización del desarrollo promovidas por las Naciones Unidas y, por otro lado, la práctica generalizada basada en las ideas de la ortodoxia económica del liberalismo promovidas por los organismos económicos internacionales. Además, se puede constatar que la internacionalización del modelo de desarrollo promovido por el liberalismo económico, fundado en la economía de mercado y en la propiedad privada, no es sostenible porque el carácter unidimensional de la Cultura Occidental que lo informa ha tornado impracticables las alternativas del pensamiento humano que no sean viables en los términos de ese sistema económico predominante, y porque el número de personas y países excluidos es creciente.


Ahora bien, para proponer de manera más compleja la misma paradoja, se puede afirmar que la desigualdad y la exclusión social suscitadas en este modelo de desarrollo que se ha impuesto en el mundo entero están directamente relacionadas con los procesos que desencadenan inestabilidad política y, por este camino, conflictos armados internos. Esta relación entre iniquidad social y violencia, que la planteó hace años John Maynard Keynes79, ha sido desarrollada en nuestros días por Boaventura de Sousa quien considera que la globalización, y la internacionalización de la economía de mercado que esta supone, han agudizado los problemas de las sociedades en vías de desarrollo y han potenciado los conflictos80. Estas razones han permitido a Ian Bannon afirmar que “[…] si hay algo que hayamos aprendido al estudiar conflictos y sobre lo cual hay consenso, es que el mejor antídoto para el conflicto y la violencia es el desarrollo”81.


En este sentido –y siguiendo las tesis de Collier de acuerdo con las cuales los países azotados por conflictos armados internos son los más desiguales y pobres–, es prudente advertir que en la contabilidad de la guerra no se deben considerar solamente los gastos de defensa de un Estado. También deben contabilizarse las pérdidas por los daños derivados de los actos de la guerra y, lo que es peor, debe considerarse el costo en vidas humanas que se pierden, o que son convertidas en víctimas, o que son desplazadas, o que son reclutadas. El trabajo de Collier demuestra, en primer lugar, que la guerra retarda el desarrollo porque en los países que la padecen hay una destrucción de capital y porque la población civil productiva es afectada. Esta situación en la que se malgastan los recursos –costos económicos y costos sociales de la violencia– tiende a disminuir el crecimiento económico, o a hacer que este no sea sostenible. Además, agrega Collier, las guerras dejan un legado de odios y frustraciones que constituyen el ambiente propicio para que se revivan los conflictos. El trabajo de Collier demuestra, en segundo lugar, que el desarrollo retarda la guerra en la medida en que la paz permite actividades más productivas y que las personas pueden dedicarse a ellas y las instituciones crear una cultura de convivencia y de tolerancia82.


Con una perspectiva económica positiva, se podría sostener que la paz es buen negocio porque, como lo han demostrado quienes construyeron la Unión Europea, haber superado el ambiente bélico que caracterizó las relaciones entre los países de Europa –que condujo a las guerras mundiales del siglo XX y que significó tantas vidas perdidas, tanta destrucción y tanta desolación– fue el paso necesario para la reconstrucción social y económica y, sobre esas bases, para experimentar un incremento en los niveles de productividad. A estos beneficios de la paz hay que sumar que los países de la Unión Europea también experimentaron un ascenso inusitado en los niveles de bienestar que, debe resaltarse, se debió a la consolidación de la democracia que, a su vez, mantuvo vigentes las garantías sociales establecidas en lo que Hermann Heller había denominado Estado Social de Derecho.


Hechas estas consideraciones, es preciso afirmar un segundo corolario: el proceso de globalización, que ha propiciado la internacionalización de los derechos humanos, también ha suscitado una internacionalización de la economía de mercado en cuya dinámica paradójica y compleja se incrementa la riqueza y, al mismo tiempo, se agudizan las exclusiones sociales y la pobreza que, a su vez, promueven la inestabilidad política y los procesos violentos. Esta reflexión económica sugiere, en consecuencia, una cuestión adicional: ¿es posible la reconciliación social bajo el modelo económico derivado de la globalización si la internacionalización de la economía de mercado agudiza las causas que generan inestabilidad política y conflictos armados?


La respuesta a esta pregunta amerita una consideración positiva de la paz, como la construcción de una sociedad más justa e incluyente, y conduce a pensar en un Estado social de derecho y en un fortalecimiento de la democracia como camino para la reconciliación social en los tiempos críticos de la globalización. En este sentido, se puede agregar que la democracia no puede reducirse a la construcción de consensos fundados en una aquiescencia pasiva de los individuos que deslegitiman otros elementos fundamentales de la democracia. En efecto, en aras de unas mayorías los gobiernos no pueden desconocer reglas fundamentales de la democracia y de la representación, porque eso conduce al establecimiento de gobiernos autoritarios y, en algunos casos, a estados de opinión que atentan contra el principio de separación de los poderes, que generan un declive de la oposición parlamentaria y de la libertad de prensa y que hacen prevalecer los intereses privados sobre los intereses públicos y sobre el interés general.


Así lo han esbozado en Colombia pensadores morales que se han formado en disciplinas como la economía y el derecho. Luis Jorge Garay, por ejemplo, sostiene que se hacen necesarias reformas que eviten que las disfuncionalidades internas profundicen las brechas entre centro y periferia. Estas reformas consisten, como lo esbozó Hannah Arendt, en consolidar la prevalencia de lo público sobre lo privado, en darle legitimidad al Estado y en aplicar la justicia y el derecho83.


Cuando se habla del Estado social de derecho, dice Garay, se hace referencia a un proceso en el que se crea un vínculo indisoluble entre política económica y política social que implica el establecimiento constitucional de unas nuevas responsabilidades económicas del Estado dirigidas a compensar las desigualdades sociales. Lo que necesita Colombia, dice, es un proceso de amplia inclusión social capaz de garantizar el cumplimiento de los derechos de todas las personas. Ahora bien, la institucionalidad estatal no ha transformado la situación de exclusión social y de baja productividad porque la brecha entre ricos y pobres se ha incrementado, el modelo económico sigue siendo improductivo84 y el sistema de protección social sigue siendo muy precario85. En consecuencia, concluye, si se busca la paz y la reconciliación es necesario establecer un sistema integral de protección social y un pacto fiscal de redistribución de la riqueza.


Rodrigo Uprimny Yepes, por su parte, constata el hundimiento paulatino de algunas instituciones que habían conformado el precario Estado social de derecho en Colombia86 y, a continuación, se pregunta ¿qué es Estado de derecho?, ¿un modelo de organización política que establece certezas sobre los derechos de propiedad, que garantiza el cumplimiento de los contratos y que promueve el crecimiento? Si el análisis se hace desde esta perspectiva, ¿en dónde quedan las funciones del Estado dirigidas a la distribución de la riqueza y a garantizar los derechos sociales? Las funciones del Estado bajo los principios económicos prevalecientes, agrega Uprimny, se han dirigido al arbitraje de la libre competencia, al mantenimiento de la moral pública, a establecer certezas sobre los derechos de propiedad, a garantizar el cumplimiento de los contratos87. En palabras del profesor Uprimny, se podría decir que, para alcanzar la paz, el Estado debe recuperar las funciones que se englobaban en el concepto de constitucionalismo social y, en este sentido, hacer prevalecer los intereses públicos sobre los privados.


– LAS DINÁMICAS DE LA GLOBALIZACIÓN TRAJERON CONSIGO LA DEGRADACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO QUE INCREMENTA LAS INFRACCIONES AL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO Y QUE, EN CONSECUENCIA, DIFICULTA LA PROMOCIÓN DE LOS ACUERDOS DE PAZ


Hay quienes sostienen que la violencia es un proceso propio de la historia de los colombianos, y que entre la inestabilidad política y las guerras del siglo XIX y el conflicto armado del siglo XX habría una continuidad, o que la guerra ha sido la misma desde nuestros orígenes republicanos.


Esa tesis de la continuidad de la violencia, que equivale a afirmar que la sociedad colombiana es violenta por naturaleza, no se admite en las presentes reflexiones. Es cierto que la sociedad colombiana sufrió más de veinte guerras civiles durante el siglo XIX. No obstante, el conflicto armado interno que surgió a mediados del siglo XX tuvo una naturaleza diferente de las guerras del siglo XIX y, en este sentido, debe explicarse como la consecuencia de unas causas objetivas de orden político y económico que, además, se nutrió de la división ideológica de la denominada Guerra Fría. En efecto, el conflicto armado colombiano, como una manifestación específica de la violencia que sufre la sociedad colombiana, debe explicarse como el producto, por un lado, de causas objetivas propias de la sociedad colombiana y, por el otro, del proceso civilizatorio propio de la cultura occidental y su influjo cultural tras la independencia.


En efecto, es preciso considerar que el conflicto armado colombiano, como una manifestación específica de la violencia que sufre la sociedad colombiana, debe explicarse a partir de causas objetivas, como las exclusiones políticas, las iniquidades sociales y la pobreza propias de la sociedad colombiana88. La tesis de las causas objetivas de la violencia que se considera en estas reflexiones tiene una virtud explicativa porque se opone a las tesis que sostienen que la sociedad colombiana, más allá de las causas que la generan, es violenta por naturaleza y que, en este sentido, habría una continuidad entre las violencias que la sociedad sufrió en el siglo pasado y las que ha sufrido en el siglo XX.


Pero la violencia que sufre la sociedad colombiana también debe explicarse como el producto del proceso civilizatorio propio de la cultura occidental y de su posterior influjo cultural y económico. En efecto, tras la crítica etapa de la independencia caracterizada por la aculturación, la expoliación y la dominación violenta, América Latina ha seguido el camino político de Occidente y, en este sentido, ha buscado conformar estados.


En este punto del análisis es necesario considerar, como se hizo en las primeras páginas de estas reflexiones, que la construcción del orden político moderno es un proceso que se funda en la violencia, esto es, en el monopolio de la fuerza legítima que propicia el origen del Estado. No obstante, también hay que considerar, como lo hace Herbert Marcuse, que la violencia, como parte del proceso de construcción y consolidación del Estado, tiende a garantizar los derechos de apropiación de los medios de producción y, en ese sentido, justifica las desigualdades, la explotación y las exclusiones. La violencia, agrega Marcuse, es parte integral de una sociedad que, como la moderna, se ha estructurado con base en la represión, la dominación y la explotación de los seres humanos89.


El proceso de conocimiento de occidente también juega un papel fundamental en la construcción de una sociedad violenta. Como dice Bertrand Russell en una disertación filosófica sobre la sociedad científica, la ciencia, en vez de liberar al ser humano, se ha convertido en un mecanismo para su sometimiento. La ciencia, agrega, además de ser poder de conocimiento, es poder de manipulación de los hombres. La ciencia tiene una impresionante capacidad transformadora, pero esa capacidad ha condicionado al ser humano, lo ha puesto al servicio del poder y lo ha llevado a la guerra90.


Herbert Marcuse, en este sentido, sostiene que la calculabilidad ha sustituido a la verdad y, de esta manera, el ser humano ha logrado un desarrollo de la ciencia y de la técnica que le permiten, por un lado, un dominio creciente sobre la naturaleza y, por el otro, una satisfacción más generalizada de las necesidades materiales de los seres humanos. No obstante, advierte, esta mejora del bienestar de la mayoría se hace a costa de unas minorías excluidas y explotadas y, sobre todo, a costa de la renuncia de aspectos fundamentales de la vida de todos los seres humanos, como los debates sobre la filosofía, la ética y la estética que se ven remplazados de manera creciente por el conformismo y el cientificismo: “la verdad se reduce al conocimiento científico […] y de esta suerte, la realidad y el hombre son plenamente analizables, pero dejan de tener sentido”91.


Hechas estas reflexiones, se puede advertir que los tiempos del proceso de formación del Estado están relacionados con los tiempos de la pacificación interna que, como una paradoja, dependen del proceso de consolidación del monopolio de la fuerza. En este sentido, pero sin incurrir en la discutible tesis sobre Estados fallidos92, es prudente inferir que los procesos violentos y la prolongación del conflicto armado en Colombia no se deben a una naturaleza proclive al mal de los colombianos, sino que están asociados, en buena medida, a la dinámica y a los tiempos de la formación del Estado y a las prácticas violentas del proceso civilizatorio.


Con una perspectiva diferente, Daniel Pécaut sostiene que la violencia de la sociedad colombiana sí está marcada por la continuidad:




[…] Es caso perdido atribuir causas a fenómenos de violencia una vez que éstos se han generalizado. […] No porque se trate de ignorar que factores como la desigualdad de los ingresos y de la repartición de la tierra o, más aún, en el plano institucional, la fragmentación de las redes de poder, formen un contexto que favorece los fenómenos de la violencia; sino porque ya no se puede ignorar el efecto inverso de estos fenómenos consistente en que de manera permanente están configurando el contexto93.





Pese a la agudeza del trabajo de Pécaut, en estas reflexiones insistimos en que sostener la tesis de la continuidad de la violencia en Colombia equivale a afirmar que la sociedad colombiana es violenta por naturaleza. Por esa razón, las presentes reflexiones intentan explicar la violencia y la prolongación del conflicto armado colombiano como el producto de un contexto social de dinámicas complejas en el que intervienen, en primer lugar, los tiempos del proceso de formación y consolidación del Estado y, en este sentido, al proceso que conduce al establecimiento del monopolio de la violencia; en segundo lugar, la pobreza, la desigualdad y la exclusión social y, en tercer lugar, las paradojas crecientes derivadas de las dinámicas complejas del proceso de globalización en el que está inmersa Colombia.


Tal vez por esas razones el mismo Pécaut sostiene que “las causas se multiplican sin cesar y se modifican a medida que evolucionan las relaciones de fuerza y las representaciones colectivas a que dan lugar”. Agrega:




[No se trata de] ignorar que factores como la desigualdad de los ingresos y de la repartición de la tierra o, más aún, en el plano institucional, la fragmentación de las redes de poder, formen un contexto que favorece los fenómenos de la violencia. [Se trata de constatar] el efecto inverso de estos fenómenos consistente en que de manera permanente están configurando el contexto. Las causas se multiplican sin cesar –concluye Pécaut– y se modifican a medida que evolucionan las relaciones de fuerza y las representaciones colectivas a que dan lugar94.





Ahora bien, más allá del debate propuesto, se puede advertir que el conflicto armado colombiano –nacido a mediados del siglo XX– se ha transformado bajo el influjo de las dinámicas de la globalización y se ha degradado y desestructurado como consecuencia de la intervención de viejos y nuevos actores armados que actúan en el contexto social complejo e incierto de nuestros días. No de otra manera es posible explicar la prolongación de la guerra interna de la sociedad colombiana.


En efecto, al socaire de un orden estatal en formación, y al lado de la multiplicación incesante de las causas y de la configuración permanente de los contextos sociales en los que se produce la violencia, es preciso considerar que la degradación del conflicto colombiano que se puede constatar a finales del siglo XX se debe a que, en contra de las guerrillas95, se fueron consolidando nuevos actores armados como el paramilitarismo que, al lado de las bandas asociadas al narcotráfico, emergieron en un contexto de guerra contra el tráfico de estupefacientes promovido por la política exterior de los Estados Unidos de América. En relación con el crecimiento exponencial de los grupos catalogados como paramilitares, ya en 1992 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos alertaba sobre la presencia de una gran variedad de grupos con diversos alcances de acción territorial96.


La explicación del fenómeno de la guerrilla, el viejo actor del conflicto en Colombia, se ha fundado en diversas aproximaciones teóricas que se han estudiado de manera amplia por académicos colombianos y extranjeros que no se estudian aquí. Ahora bien, para referirse a los nuevos actores, Fernando Cubides sostiene que, a diferencia de la actuación de las guerrillas, el fenómeno paramilitar y sus acciones se manifiestan de manera reactiva y a la inversa: en primer lugar, con la venta de seguridad entre los medianos y los grandes propietarios agrícolas; en segundo lugar, con un comportamiento despótico y arbitrario que resulta inconexo e impredecible y que se dirige contra los pequeños propietarios campesinos, los pequeños comerciantes y los jornaleros97. En otras palabras, los estudios de Cubides proponen una diferenciación entre la guerrilla, cuyos orígenes y acciones tienen organización y cohesión y, además, motivación política y social, y los paramilitares, que no tienen ni organización ni cohesión98.


León Valencia, que también ha estudiado el paramilitarismo, sostiene que “[…] un fenómeno de tal dimensión está determinado por una serie de causas nacionales, un tipo especial de condiciones regionales y unas dinámicas territoriales proclives a la generación de este tipo de ejércitos”. Valencia hace un recorrido por las diversas temporalidades del fenómeno paramilitar y sostiene que su cronología presenta grandes momentos de inflexión, como la unificación de las diseminadas estructuras paramilitares existentes bajo la conocida sigla de las AUC, “[…] gracias a un componente presente en las instituciones estatales ligado a las doctrinas de seguridad nacional y las estrategias contrainsurgentes”. Un segundo momento de inflexión lo representa, para Valencia, el ingreso y expansión del narcotráfico con los efectos que esta dinámica imprimió en las lógicas del conflicto. El tercer momento el autor lo asocia con la creación formal de las AUC y su virulenta campaña de expansión que culminó con el inicio de las negociaciones de desmovilización en el periodo presidencial 2002-2006[99].


Ávila Martínez, por su parte, identifica tres tendencias compartidas por los distintos grupos paramilitares:




En primer lugar, un discurso contrainsurgente que, en muchos casos, no se cumplió, […] pero que sirvió de base para aglutinar una importante base de apoyo. Una segunda tendencia es la crítica al Estado colombiano, al mismo tiempo que se adelantaba su captura y cooptación. […] Por último, el paramilitarismo colombiano logró autonomía financiera con respecto al Estado y las élites dirigentes que promovieron su creación. Mientras que en Perú y Guatemala el paramilitarismo dependía de la promoción y financiación, en Colombia no fue así. Desde su origen, los grupos paramilitares contaron con el narcotráfico como factor de independencia económica y armada100.





Se puede sostener, pues, que el conflicto armado interno, como parte de la violencia que sufre Colombia, supera en nuestros días la idea simple de una confrontación bélica con un trasfondo político y, en ese sentido, que obedece a una dinámica más compleja derivada de la multiplicidad de los actores armados y de la diversidad de sus estrategias e intereses.


En este punto del análisis es necesario insistir en que las dinámicas de la globalización, que han cambiado la estructura de las relaciones internacionales y que han propiciado un declive de la soberanía de los estados, también han cambiado la estructura de los conflictos armados. La profesora Mary Kaldor, en su trabajo de 1999 titulado New and old wars: Organized Violence in a Global Era, sostiene, en efecto, que existe una diferenciación entre las guerras presentadas en los años ochenta y noventa, a las que denomina nuevas guerras, y las viejas guerras que, según su argumento, son configuradas especialmente entre los siglos XV y principios del siglo XX. De acuerdo con Kaldor, en las llamadas nuevas guerras las dinámicas presentadas sufren un proceso de transformación enmarcado en el contexto de la globalización. Se hace menos visible la conexión directa entre los fines políticos y la guerra, y las motivaciones económicas aparecen como principal motor de esta101.


No obstante, la tesis de Kaldor ha simplificado el análisis de las guerras en un tiempo en el que es necesario comprender que las dinámicas de la globalización han transformado los conflictos para tornarlos más complejos. En efecto, algunos autores han avanzado en la caracterización de los conflictos armados actuales tomando ciertos elementos sugeridos por Kaldor, pero sosteniendo que hay una configuración ampliada y compleja de los conflictos que no se limita, como lo dice Kaldor, a establecer una tipología única, pues, tal como lo ponen en evidencia sus trabajos académicos, los conflictos actuales suelen presentar de manera combinada elementos tanto de las viejas como de las nuevas guerras. En este sentido, Marshal y Messiant argumentan que:




[…] No parece posible establecer una diferencia en cuanto a la naturaleza de las ideas universalistas de las antiguas guerras y los marcadores de identidad de las nuevas, ni en su base, ni en relación con los guerrilleros o las poblaciones, ni aun totalmente en el nivel de las directivas […] Resulta además peligroso y discutible mirar a estas nuevas guerras como desprovistas de ideología, menguándoles la legitimidad y equiparando los actores a bandas de depredadores puros102.





Stathis Kalyvas, por su parte, expone sus críticas con referencia a la caracterización que Kaldor realiza respecto de las motivaciones de los nuevos actores. Según él, el método del crimen común siempre ha sido parte del método de las guerras, como también el trasfondo político de las contiendas emprendidas por los rebeldes. Por estas razones, no se puede llegar a reducir su comportamiento al hecho de que son saqueadores, pues esta simplificación del fenómeno puede ensombrecer las perspectivas de paz103.


Es tan evidente la transformación y complejidad que sufren los conflictos en el contexto de la globalización que su dinámica ha sido considerada por las Naciones Unidas para definir su gestión en los países azotados por guerras internas, por sistemáticas violaciones de derechos humanos y, en algunos casos, por catástrofes naturales. Por esa razón, sus operaciones de mantenimiento de la paz suelen abarcar gestiones dirigidas a la desmovilización de los grupos alzados en armas y al restablecimiento de la autoridad estatal, y gestiones dirigidas al posconflicto, esto es, dirigidas a garantizar los derechos de las víctimas y a impulsar procesos de desarrollo incluyentes y sostenibles104.


Si se sigue esta idea se puede advertir que muchas experiencias internacionales –que los colombianos debemos tener presentes para comprender nuestra realidad– muestran que los ejemplos más críticos de sociedades azotadas por la violencia, en las que Naciones Unidas ha debido intervenir, se caracterizan porque el Estado ha cedido en su presencia y funciones, y porque el conflicto armado se ha degrado y descompuesto hasta confundirse con la criminalidad común. Como se pone en evidencia en los análisis sobre las redes de poder en Sierra Leona, Ruanda y en el Congo que se estudiaron atrás, estas han aprovechado la ausencia o la debilidad del Estado para controlar grandes zonas de su territorio y las riquezas naturales –diamantes, coltán y otros minerales– hasta apropiarse de su producción de materias primas en conexión con grandes transnacionales que las demandan en el exterior105.


En otras palabras, las dinámicas de la globalización han cambiado la estructura de las guerras, y esta transformación es más profunda cuando se trata de conflictos armados internos como el colombiano. Se puede agregar que, más allá del debate que involucra la discutible tesis sobre Estados fallidos, en el contexto complejo y en las dinámicas inciertas que vive la sociedad internacional en nuestros días se experimenta un declive de la soberanía que se manifiesta en las dificultades de los estados pequeños para mantener el orden público en todo el territorio que, a su vez, se convierte en terreno abonado para la guerra y los conflictos armados internos.


Estas reflexiones permiten inferir un tercer corolario: al socaire de las dinámicas del proceso de globalización se fue experimentado una profunda degradación del conflicto armado colombiano. Esa degradación del conflicto, que solo tiene sentido si se interpreta en el contexto de la transformación de la sociedad global, se manifiesta, entre otras cosas, en el incremento y, a la vez, en la desestructuración de las fuerzas que participan en el conflicto, en la pérdida de sus identidades políticas en favor de intereses económicos, en una degradación de los medios de guerra hasta confundirse con la criminalidad común y, tal vez lo peor, en el involucramiento de las personas civiles. Un ejemplo dramático de esta degradación del conflicto armado colombiano se constata en que aproximadamente cuatro millones de colombianos han sido desplazados de sus hogares y lugares de trabajo106 como consecuencia de una guerra cuyos actores, esto es, las guerrillas, los paramilitares y los narcotraficantes, buscan posiciones estratégicas y recursos económicos con la dominación de la tierra107.


En este punto del análisis es pertinente volver a las páginas precedentes para recordar que el objetivo principal del derecho internacional humanitario es reglamentar la conducción de hostilidades y poner a salvo a las víctimas de la guerra estableciendo un principio de distinción entre objetivos militares y personas protegidas. Esta regla de la distinción es fundamental para llevar a cabo la tarea de protección de la denominada población civil. No obstante, estas reglas que resultan claras en su contenido jurídico y que establecen responsabilidades internacionales para las autoridades del Estado y para los miembros de los grupos de una disidencia política armada, suscitan dificultades a la hora de dilucidar responsabilidades de los actores armados en contextos de conflictos armados degradados. Como lo advierte Pfanner, en sociedades que han padecido las consecuencias de conflictos armados internos desarticulados y de prácticas de guerra degradadas, como la colombiana, las normas internacionales de carácter humanitario se quedan cortas a la hora de establecer responsabilidades internacionales porque algunas personas civiles participan directamente en las hostilidades y pierden de manera circunstancial su condición de personas protegidas108.


La participación de las personas civiles en las hostilidades, dice Jacob Kellenberger, presidente del Comité Internacional de la Cruz Roja, ha sido regulada en el derecho internacional humanitario mediante una disposición básica contenida en los dos protocolos adicionales a los Convenios de Ginebra. Según esa norma, “[…] las personas civiles se benefician de protección contra ataques directos salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure su participación”109. Melzer, por su parte, sostiene que:




A los efectos del principio de distinción en un conflicto armado internacional, todas las personas que no son miembros de las fuerzas armadas de una parte en conflicto ni participan en un levantamiento en masa son personas civiles y, por lo tanto, tienen derecho a protección contra los ataques directos, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación.





Además, según este experto de la Cruz Roja Internacional, hay unos elementos constitutivos de la participación directa en las hostilidades que deben entenderse como requisitos acumulativos: el primero es el umbral del daño (el acto de quien participa debe tener efectos adversos sobre las operaciones militares o sobre la capacidad militar); el segundo, la causalidad directa (debe haber una vinculación de causalidad directa entre el acto del partícipe y el daño que pueda resultar) y, el tercero, el nexo beligerante (el propósito del daño debe ser causar el daño en apoyo a una parte en conflicto y en menoscabo de la otra)110.


No obstante, en los conflictos armados no internacionales la situación es más compleja. En efecto, frente a la precariedad de las normas humanitarias y a la desestructuración del conflicto armado interno colombiano en el que hay personas civiles que participan directamente en las hostilidades y en el que los medios de la guerra se han degradado hasta aproximarse a lo que podría denominarse criminalidad común, se puede advertir que esos requisitos acumulativos aplican. Melzer sostiene, en efecto, que “en un conflicto armado no internacional, los grupos armados organizados constituyen las fuerzas armadas de una parte no estatal en conflicto y están integrados solo por personas cuya función continua es participar directamente en las hostilidades”111.


El principio general del derecho internacional humanitario referido a la obligación de todo combatiente de distinguir entre combatientes y no combatientes se ha desdibujado en las guerras contemporáneas, dice Toni Pfanner, por la degradación de los medios de guerra y, a continuación, agrega: “en las guerras internas, el principio fundamental de la distinción entre combatientes y no combatientes es aún más difícil de respetar”112.


Estas reflexiones suscitan nuevas cuestiones; entre esas, una que es muy cercana a la realidad colombiana: ¿qué responsabilidad tienen actores armados como los paramilitares? Esta pregunta pone en evidencia que en nuestros días no solo es necesario distinguir entre fuerzas armadas y los civiles, sino entre personas civiles que participan directamente en las hostilidades y las que no lo hacen. En efecto, en los conflictos armados internos como el colombiano es fundamental establecer con claridad ¿en qué circunstancia específica los civiles participan directamente en las hostilidades?


Si se considera que los grupos paramilitares están conformados por personas civiles que se han unido a las hostilidades, y que han perdido su condición de personas protegidas, la responsabilidad que tienen debe establecerse en el orden jurídico interno como criminales comunes. No obstante, considerando que el origen de los paramilitares se fundó en normas promovidas por el Estado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que:




[…] Al haber propiciado la creación de estos grupos el Estado creó objetivamente una situación de riesgo para sus habitantes y no adoptó todas las medidas necesarias ni suficientes para evitar que éstos puedan seguir cometiendo hechos como los del presente caso. La declaratoria de ilegalidad de éstos debía traducirse en la adopción de medidas suficientes y efectivas para evitar las consecuencias del riesgo creado. Esta situación de riesgo, mientras subsista, acentúa los deberes especiales de prevención y protección a cargo del Estado en las zonas en que exista presencia de grupos paramilitares, así como la obligación de investigar con toda diligencia actos u omisiones de agentes estatales y de particulares que atenten contra la población civil113.





Consideradas estas reflexiones, se puede sostener que los civiles que pertenecen a las redes de poder o a bandas criminales que actúan en los conflictos armados desestructurados, aun cuando hayan perdido su cohesión ideológica en favor de intereses económicos, o cuando nunca la hayan tenido, si participan directamente en las hostilidades y mientras dure esa participación pierden su condición de personas protegidas. Por esa razón, la conclusión de Melzer es obvia: la participación directa consiste en actos hostiles específicos ejecutados por personas civiles como parte de la conducción de hostilidades entre partes en un conflicto armado internacional o no internacional114.


Ahora bien, esos civiles que pierden su condición de personas protegidas por sus actos dañosos específicos en el contexto del conflicto armado interno colombiano la pierden, precisamente, porque participan directamente en las hostilidades, esto es, porque su participación tiene efectos adversos sobre las operaciones militares o sobre la capacidad militar de las fuerzas armadas colombianas. En otras palabras, aun cuando la mayoría de las conductas de un actor armado estén dirigidas a apropiarse de los recursos económicos de un territorio que controlan, el control territorial que ejerce el grupo al que pertenece supone una afectación de la soberanía estatal y, además, supone actos de hostilidad llevados a cabo en una circunstancia específica de tiempo y lugar que crean un nexo beligerante. De esta manera, las conductas de esas personas se convierten en una participación directa en las hostilidades, y permiten y obligan a las fuerzas armadas colombianas a perseguirlos en aras de su función institucional.


Esto explica que, frente a la participación directa de civiles en las hostilidades, la autoridad colombiana llamada a intervenir en contra de las conductas específicas de esas personas en el contexto del conflicto armado interno sean las Fuerzas Armadas y, de manera excepcional, las de Policía. En este sentido, dice Melzer, existe una interpretación extensiva del artículo 1.º del Protocolo II115 según la cual “los miembros de la Guardia Nacional, Carabineros y fuerzas de policía, siempre que de hecho asuman las funciones de fuerzas armadas” deben considerarse como fuerzas armadas estatales116


Michael Bothe sostiene la misma tesis: en el caso del conflicto armado colombiano las Fuerzas Armadas y las de Policía pueden y deben participar directamente en las hostilidades, tal como lo establece la regla general de derecho interno y la interpretación amplia del Protocolo II según la cual por fuerzas armadas estatales se entiende Fuerzas Armadas en sentido literal y, además, “otros grupos o unidades organizados bajo la dirección de un mando responsable ante el Estado”117. En otras palabras, las fuerzas armadas colombianas son las llamadas a intervenir frente a las acciones de los grupos organizados que, pese a que están compuestos por civiles, participan directamente en las hostilidades.


Se infiere, en consecuencia, que la degradación del conflicto armado que sufre la sociedad colombiana, unida a la precariedad de las normas internacionales para establecer responsabilidades de los actores de ese conflicto, suscitan paradojas y dificultades para adelantar un proceso de transición y para construir una sociedad menos violenta.


2. LAS DINÁMICAS GLOBALES PROMOVIERON LA JUSTICIA TRANSICIONAL



Como en el caso de los principios del derecho internacional humanitario, los paradigmas que se han suscitado en la experiencia acumulada de Naciones Unidas adquirida en las denominadas operaciones de mantenimiento de la paz también sirven a los analistas para expresar con mayor precisión los acuerdos que en nombre del Estado alcanza un gobierno con los grupos alzados en armas para poner fin a las hostilidades de un conflicto armado interno. Cuando se habla de operaciones de paz se hace referencia al denominado sistema colectivo de seguridad internacional que está compuesto, entre otros instrumentos, de aquellos que promueven el arreglo pacífico de las controversias internacionales118. El Programa de Paz publicado bajo la Secretaría General de Boutros Ghali en 1992 se refería a tres tipos de operaciones de paz119; no obstante, esta diferenciación ya está superada porque ahora se habla de operaciones multimodales.


Estas referencias tienen sentido porque el desarrollo paulatino de las denominadas operaciones de paz ha permitido comprender, como lo advierte Lakhdar Brahimi, presidente del Grupo sobre las Operaciones de Paz de las Naciones Unidas, que el apoyo de la Organización internacional ha sido fundamental para que en muchos de los países con conflictos armados internos se hiciera una transición hacia la paz mediante acuerdos que pusieron fin a las hostilidades sin desconocer los derechos de las víctimas de la guerra, esto es, mediante el establecimiento de una justicia especial de transición120. Kai Ambos sostiene, en este sentido, que la justicia transicional es una justicia de excepción y, a diferencia de la denominada justicia ordinaria, es una justicia de origen político porque nace de un acuerdo entre las partes en conflicto que tiene por objetivo alcanzar la paz en una situación de guerra que se prolongaba con todas sus atrocidades porque, como en el caso colombiano, el ejército oficial del Estado no lograba someter a los alzados en armas, ni estos lograban derrotarlo para tomar el poder. En la justicia transicional se da una profunda tensión entre justicia y paz, entre derecho y política, entre una justicia retributiva que mira hacia el pasado y una justicia restaurativa que mira hacia el futuro, pero la justicia transicional debe ser comprendida como justicia porque surge en determinados momentos políticos de crisis o de transición, y tiene que resolver la difícil tarea de encontrar un punto de equilibrio entre quienes reclaman desde la justicia retributiva castigar a todos los criminales y quienes reclaman impunidad absoluta y pretenden que no haya ningún tipo de castigo121.


Desde esta perspectiva se puede insistir en que la paulatina internacionalización de los derechos humanos que promueve la globalización ha limitado la soberanía de los estados que padecen un conflicto armado interno porque la negociación con los actores armados que busca poner fin a las hostilidades debe expresarse como un acuerdo que sea un incentivo a los actores armados para que depongan las armas y se sometan a una justicia de transición y, a la vez, un medio para que las víctimas de la guerra vean satisfechos sus derechos. En otras palabras, en nuestro tiempo ya no son admisibles los acuerdos que se alcanzaban entre un gobierno de turno y los alzados en armas en un Estado con conflicto armado interno que propiciaban el fin de las hostilidades, pero que en aras de la razón de Estado también significaban la mutua concesión de amnistías e indultos. En efecto, la justicia transicional debe propiciar que los combatientes depongan las armas y que finalicen las hostilidades pero, además, debe impedir que las partes en conflicto se concedan impunidades, esto es, se concedan mutuas amnistías e indultos porque los fines primordiales de esta justicia especial son, en primer lugar, el fin de las hostilidades; en segundo lugar, el derecho de las víctimas a la justicia, la verdad, la reparación y las garantías de no repetición y, en tercer lugar, una revisión o deconstrucción de la historia oficial para alcanzar la verdad que es la condición necesaria de la reconciliación social.


2.1. LA PAZ ES HIJA DE LA JUSTICIA



Antes de afrontar el reto de proponer un análisis sobre la construcción de una paz negociada en Colombia desde las perspectivas que consideran la responsabilidad jurídica internacional que se hace exigible en los ámbitos de la justicia transicional, es preciso hacer una consideración filosófica esencial: la sociedad que desea transitar de la guerra a la paz no puede pretender que las heridas de la guerra se cierren cuando los actores armados alcanzan un armisticio. En otras palabras, una comprensión útil de la paz en los infortunados tiempos que vive Colombia tras medio siglo de conflicto armado no puede reducirse a la urgente y necesaria negociación entre el gobierno y la guerrilla, pues eso sería suponer que la paz es solo la ausencia de guerras y, en este sentido, que la posible desmovilización tras la negociación de los actores armados garantizaría la reconciliación social. Por esa razón, este trabajo se funda en una premisa diferente que debe proponerse en los términos positivos de Mahatma Gandhi: “la paz es hija de la justicia”122. Si se sigue esta idea se infiere, como lo hace Eric Fromm, que la paz no puede entenderse como el fin de la guerra tras un costoso triunfo militar, sino como el fruto de la construcción de una sociedad incluyente y justa123.


Estas consideraciones conducen a otra porque en el contexto de la globalización, cuando hay un mayor compromiso internacional de los estados respecto de los derechos humanos, cuando se han impuesto las lógicas de la economía de mercado y cuando se ha producido una degradación de los conflictos armados, también se ha propiciado el tránsito de una comprensión clásica de la seguridad a una nueva idea de seguridad humana. La seguridad humana, sostiene el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), tiene nuevas dimensiones: en primer lugar, una dimensión económica –ingreso básico asegurado–; en segundo lugar, la dimensión alimentaría –acceso físico y económico a los alimentos–; en tercer lugar, la dimensión de la salubridad –acceso a un servicio de salud adecuado y universal–; en cuarto lugar, la dimensión ambiental –acceso a un medio físico saludable–; en quinto lugar, la dimensión personal –esto es, la garantía de la integridad física–; en sexto lugar, la dimensión de la vida en comunidad –esto es, la garantía efectiva de la libertad política, ideológica, cultural, generacional o étnica–; y, en séptimo lugar, la dimensión política –la garantía de los derechos humanos dentro de un Estado democrático–124.


La pregunta que se suscita es, en consecuencia, si la denominada comunidad internacional tiene la capacidad, la voluntad política y los recursos necesarios de para hacer efectivas estas metas.


2.2. ¿ SE PUEDE LOGRAR UN EQUILIBRIO DESEABLE ENTRE PAZ, JUSTICIA Y RECONCILIACIÓN?



Esta cuestión se puede proponer considerando la sociedad colombiana: ¿cómo lograr un acuerdo entre el Gobierno y la disidencia política armada –como el que alcanzaron las FARC y el Gobierno colombiano en 2016[125]– que propicie tres resultados que parecen opuestos: en primer lugar, un cese al fuego que ponga fin a las hostilidades y que evite una prolongación del conflicto armado que produzca más víctimas; en segundo lugar, el reconocimiento y la garantía de los derechos de las personas que han sido víctimas del conflicto armado hasta nuestros días; en tercer lugar, la resiliencia necesaria para que emerja la verdad y, de esta manera, para que la sociedad colombiana pueda reconstruir la memoria que es el único camino a la reconciliación social?


Ahora bien, esta pregunta sobre un proceso de componentes aparentemente opuestos –paz, justicia y reconciliación– debe proponerse en el contexto complejo de la globalización cuyas dinámicas, como se estudió atrás, propiciaron desde finales del siglo XX una transformación de orden político moderno que se expresa en que la soberanía estatal, uno de los paradigmas fundamentales del derecho internacional y de las relaciones internacionales, está sufriendo un acusado declive que afecta de manera distinta los procesos sociales, políticos y económicos.


Para proponer con más claridad esta paradoja basta recordar que cuando en los países asolados por un conflicto armado interno se iniciaban negociaciones de paz, los acuerdos alcanzados incluían amnistías e indultos que eran lo que movía la voluntad de las partes en conflicto hacia un acuerdo y, en este sentido, lo que propiciaba el buen suceso de las negociaciones y el fin de las hostilidades. La negociación con los alzados en armas era, en este sentido, un asunto político que se decidía por razón de Estado y que se justificaba en aras de la paz que se pretendía establecer. No obstante, estos acuerdos convertían a las víctimas de la guerra en personas doblemente sacrificadas, en primer lugar, porque durante la guerra, y como población civil inerme, fueron quienes soportaron la peor carga de las hostilidades y, en segundo lugar, porque tras el acuerdo esas víctimas debían someterse a lo estipulado por los combatientes y, de esta manera, debían aceptar los indultos y las amnistías generales que les impedía demandar un reconocimiento de sus derechos. Además, esta idea de olvido y “tabla rasa” también dejaba a la denominada sociedad civil sin fundamento para restablecer la memoria y la verdad de la guerra, que es la base de la reconciliación social.


Un buen ejemplo de esta exclusión injustificada de los derechos de las víctimas de la guerra y del derecho de la sociedad a construir una memoria colectiva que, como en una catarsis, se convierta en el fundamento de la futura reconciliación social, se puede encontrar en el acuerdo que el gobierno colombiano firmó con el Movimiento 19 de abril (M-19– pues bajo la denominación de “actos de guerra” que se justificaron en aras de la razón de Estado, ese acuerdo limitó su derecho a la verdad, la justicia y la reparación. El M-19 fue una organización guerrillera de origen urbano que surgió, como sus mismos dirigentes decían, del fraude en las elecciones presidenciales del 19 de abril de 1970 porque, siguiendo la regla del Frente Nacional que el partido liberal y el partido conservador habían pactado para superar la dictadura militar, se declaró ganador a Misael Pastrana Borrero en contra de las pretensiones del dictador de derecha Rojas Pinilla. En efecto, de las huestes frustradas del dictador emergió el M-19 conformado como una fuerza armada ilegal que participó desde 1974 en el conflicto armado interno colombiano. Algunos actos del movimiento conmovieron la opinión pública colombiana, pero el más desgarrador fue la toma del Palacio de Justicia en noviembre de 1985 porque constituyó una violación de los principios de distinción y de conducción de hostilidades del derecho humanitario, esto es, un acto de guerra que involucró civiles y que llegó hasta el extremo de utilizarlos como rehenes. Ese acto, además, desató una reacción desmesurada de la fuerza pública que dejó como resultado una tragedia porque todos los magistrados y la mayoría de las personas que se encontraban allí murieron como consecuencia de las estrategias bélicas de los combatientes y del incendio del edificio126.


En otras palabras, acuerdos políticos como el alcanzado entre el Gobierno colombiano y el M-19 significaron para la sociedad colombiana un alivio en el sentido de poner fin a las hostilidades, pero en aras de la razón de Estado excluyeron de manera injustificada los derechos de las víctimas de la guerra y, además, dificultaron a la sociedad en su conjunto el derecho a construir la memoria colectiva. Esto explica que la paulatina internacionalización de los derechos humanos que promueve la globalización haya limitado la soberanía de los estados que padecen un conflicto armado interno porque la negociación entre los actores armados que busque poner fin a las hostilidades debe expresarse como un acuerdo que sea un incentivo a los actores armados para que depongan las armas y se sometan a una justicia especial y, a la vez, un medio para que las víctimas de la guerra vean satisfechos sus derechos. En efecto, de acuerdo con los paradigmas de la denominada justicia transicional es necesario que ese acuerdo propicie un equilibrio entre tres intereses diversos y quizá opuestos: en primer lugar, debe propiciar la desmovilización y el fin de las hostilidades; en segundo lugar, debe garantizar el respeto de los derechos de las víctimas de la guerra promovida por esos actores que negocian los acuerdos y el derecho de la sociedad entera a construir una memoria colectiva; en tercer lugar, debe establecer la responsabilidad de los actores armados por sus actos de guerra127.


Ahora bien, como se advirtió atrás, la transformación esencial de la sociedad que inicie con un acuerdo entre el gobierno y los alzados en armas también debe considerar las dinámicas económicas porque el conflicto armado interno colombiano echa raíces en el pasado de injusticias, exclusiones e iniquidades de nuestra sociedad, lo que significa que un proceso de paz solo es legítimo y válido si los acuerdos entre las partes se traducen en la construcción de una sociedad más incluyente e igualitaria. No obstante, el proceso de globalización, que ha propiciado la internacionalización de los derechos humanos, también promueve una dinámica de internacionalización de la economía de mercado en cuyo contexto complejo se produce una nueva paradoja porque este proceso, al mismo tiempo que incrementa la riqueza, agudiza las exclusiones sociales y la pobreza que son, precisamente, las causas que promueven la inestabilidad política y los procesos violentos.


Esta reflexión de carácter económico sugiere, en consecuencia, proponer la cuestión descrita atrás pero con una mayor escala de complejidad: ¿cómo lograr un acuerdo entre el gobierno y la disidencia política armada que, en primer lugar, propicie un cese al fuego y, de esta manera, evite una prolongación del conflicto armado que produzca más víctimas; en segundo lugar, un acuerdo que no signifique el desconocimiento de los derechos de las personas que han sido víctimas del conflicto armado hasta nuestros días y que, en consecuencia, se convierta en la base sobre la que se construya una sociedad nueva fundada en el perdón y la tolerancia; y, en tercer lugar, un acuerdo que reconozca las causas de la violencia y del conflicto y que, en consecuencia, garantice el derecho de todos los ciudadanos a contar con una distribución equitativa e incluyente del bienestar derivado del modelo de desarrollo? Esta segunda cuestión suscita una adicional: ¿es posible la reconciliación social bajo el modelo económico prevaleciente?


A estas reflexiones debe sumarse una más, esto es, que en el entorno violento y anacrónico que vivimos los colombianos el conflicto armado ya no obedece a los paradigmas típicos de la guerra civil y, en este sentido, al choque entre las fuerzas armadas estatales y una insurgencia política, sino a una transformación o degradación que, bajo el influjo de las dinámicas de la globalización, se expresa en la desestructuración de las fuerzas en conflicto, en la pérdida de sus identidades políticas en favor de intereses económicos y en una transformación de los medios de guerra hasta confundirse con la criminalidad común.


En otras palabras, la globalización ha supuesto una internacionalización de la economía de mercado que ha agudizado los problemas de las sociedades en vías de desarrollo y que ha potenciado los conflictos armados. Hobsbawm sostiene, en este sentido, que el proceso de globalización, que empezó a configurarse a finales del siglo XX y que ha propiciado la internacionalización de los derechos humanos y la internacionalización de la economía de mercado, también ha impulsado una vertiginosa transformación de los conflictos armados internos128.


Rupert Smith, por su parte, afirma que la guerra moderna se ha transformado y se puede constatar que en nuestros días hay crecientes desigualdades en cuanto a las armas, surgen redes terroristas transnacionales y se privatiza lo que antes eran actividades militares ejercidas en todo caso por las fuerzas armadas129. Pero tal vez lo más grave de esos conflictos degradados es que la población civil ha quedado más expuesta, por lo que el mayor número de víctimas son personas inermes que quedan en el fuego cruzado. En efecto, como lo han dicho Nils Melzer y Toni Pfanner, las transformaciones de los conflictos armados plantean nuevos retos al derecho internacional porque las prácticas de guerra degradadas, y la precaria protección de los no combatientes, ha llevado a la población civil a una encrucijada: algunas personas se ven forzadas a participar en las hostilidades –el reclutamiento de menores es un ejemplo de esta práctica–, otras, que son la mayoría, soportan las consecuencias de la guerra porque son extorsionadas, porque tienen que huir como refugiados o desplazados o, en el peor de los casos, porque caen como víctimas mortales130.


Esta reflexión adicional sugiere, en consecuencia, proponer la cuestión descrita atrás pero con dos escalas adicionales de complejidad: ¿cómo lograr un acuerdo entre el gobierno y la disidencia política armada que, en primer lugar, propicie un cese al fuego y, de esta manera, evite una prolongación del conflicto armado que produzca más víctimas; en segundo lugar, un acuerdo que no signifique el desconocimiento de los derechos de las personas que han sido víctimas del conflicto armado hasta nuestros días y que, en consecuencia, se convierta en la base sobre la que se construya una sociedad nueva fundada en el perdón y la tolerancia; en tercer lugar, un acuerdo que reconozca las causas de la violencia y del conflicto y que, en consecuencia, funde las bases de una sociedad más incluyente e igualitaria y, en cuarto lugar, un acuerdo que supere las dificultades propias de un conflicto en el que los actores armados degradaron sus estrategias de guerra hasta confundirse con la criminalidad común? Esta reflexión adicional se complementa con otra pregunta: ¿cómo evitar, en esta crítica transformación de los conflictos armados internos que se suscita desde finales del siglo XX, que las sociedades que han padecido sus consecuencias asuman posturas extremas que dificulten los consensos y, en consecuencia, que deslegitimen la negociación y los acuerdos que alcancen los actores armados?


Se puede colegir, pues, que los procesos de negociación de paz entre el gobierno de Colombia y los grupos alzados en armas –incluido, por supuesto, el proceso con las FARC en La Habana, Cuba– suscitan una pregunta: ¿cómo se legitiman en las sociedades contemporáneas los diálogos de paz, y cómo se hacen efectivos los compromisos adquiridos por las partes del conflicto en los actuales tiempos de globalización?


2.3. ¿ SE PUEDE LOGRAR UN EQUILIBRIO DESEABLE ENTRE PAZ, JUSTICIA Y RECONCILIACIÓN SIN POLÍTICA DE PAZ Y SIN MAYORÍAS QUE LO LEGITIMEN?



A las razones propuestas atrás hay que sumar otra de igual importancia, esto es, que los sucesivos gobiernos colombianos no han propuesto una política de Estado de paz coherente e integral para afrontar las dificultades derivadas de la prolongación de la violencia y para establecer las responsabilidades de los actores de un conflicto armado que se ha degradado en el contexto paradójico de la globalización. En efecto, más allá de avances y aprendizajes muy valiosos respecto de procesos de negociación con algunos grupos guerrilleros131, la ausencia de una política de paz coherente es una de las razones que explican que los intentos gubernamentales posteriores para establecer acuerdos con las guerrillas de las FARC y el ELN hayan fracasado.


Durante sus dos periodos gubernamentales, Álvaro Uribe Vélez diseñó y ejecutó una estrategia que hizo énfasis en la guerra contra las guerrillas y, por esa razón, se puede afirmar que no solo mantuvo la inercia de los gobiernos anteriores y, en consecuencia, no impulsó la idea de una política de Estado de paz integral sino que, por el contrario, propuso una política gubernamental de seguridad que, fundada en la denominada Ley de Justicia y Paz, favoreció a los grupos paramilitares132, desconoció la existencia de un conflicto armado interno en Colombia133 y significó un desconocimiento muy grave de los derechos de las víctimas de la guerra.


Como lo afirmó la Corte Interamericana de derechos Humanos en tiempo oportuno, la Ley de Justicia y Paz se podría constituir en otro incumplimiento del Estado de sus obligaciones internacionales y, en este caso, de las estipuladas en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos134. En el mismo sentido, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos en Colombia sostuvo, en primer lugar, que los beneficios judiciales contenidos en esa ley no son compensados con la exigencia de contribuciones efectivas para el esclarecimiento de la verdad y para la reparación; en segundo lugar, que el tratamiento previsto es el mismo para los desmovilizados individuales y colectivos y que esta situación no estimula el desmonte de los grupos armados; en tercer lugar, que la consideración que se hace del paramilitarismo como delito político propicia que la impunidad cobije a todos los que contribuyeron con la formación de esos grupos y a todos los que hayan participado en sus acciones ilegales; en cuarto lugar, que la ley no ofrece mecanismos efectivos para superar los obstáculos a la reparación de las víctimas y, en quinto lugar, que la ley no establece con claridad la responsabilidad directa o indirecta del Estado en la reparación de las víctimas135.


En efecto, si se considera que el origen y que muchas de las acciones de los grupos paramilitares se hicieron posibles gracias a la complicidad de las autoridades, la cuestión que se suscitaba era: ¿estas disposiciones de la Ley de Justicia y Paz sobre beneficios penales no podrían asimilarse por analogía a las denominadas leyes de autoamnistía dictadas tras los procesos de superación de las dictaduras militares en los países del Cono Sur de América y que la Corte Interamericana encontró inadmisibles porque se convirtieron en un impedimento para hacer efectivos los derechos de las víctimas y para establecer responsabilidades a quienes presidían esos regímenes dictatoriales?136


No otra es la razón que llevó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a considerar que:




Son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el derecho internacional de los derechos humanos137.





Son estos también los argumentos que llevaron a la Corte Constitucional colombiana, en ejercicio del control de constitucionalidad, a sostener con ánimo preventivo que la Ley de Justicia y Paz no podía entenderse como una ley de amnistía, que su aplicación no podía desconocer los derechos de las víctimas, y que el delito de concierto para delinquir que cometen los grupos paramilitares no puede asimilarse con el delito de sedición que cometen las guerrillas138.


Además, los fundados temores que existían en torno de esta política de seguridad y de esa Ley en el contexto sombrío que vivió Colombia entonces suscitaban una pregunta: ¿qué responsabilidad tenían los grupos paramilitares por sus actos?


Ahora bien, la negociación entre el Gobierno colombiano y las FARC, que condujo cuatro años después –el 24 de noviembre de 2016– a la firma del denominado Acuerdo final para la terminación del conflicto y la consolidación de una paz estable y duradera, corrigió esos problemas porque entre sus objetivos esenciales están, en primer lugar, la definición de las condiciones para que las FARC se reintegre a la vida social y, en segundo lugar, la garantía de los derechos de las víctimas mediante el establecimiento de una justicia transicional que haga prevalecer la justicia, la verdad, la reparación y las garantías de no repetición. El fundamento jurídico constitucional y legal de esta figura típica de las operaciones de paz se estableció en el denominado Marco Jurídico para la Paz incorporado por el Acto Legislativo 01 de 2012 y las sentencias de la Corte Constitucional C-579 de 2013 y C-577 de 2014.
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